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LA COOPERACION ENTRE ENTES POBLICOS TERRI~ORIALES. 

Una de las consecuencias más notorias de la Constitución 

italiana de 1947 ha sido el establecimiento de las bases 

de un sistema po lítico basado en la p luralidad de entes 

territoriales dotados de autonomía, que venía a sustituir 

un Estado fuertemente centralizado, lo q ue ha determinado 

la fijación de los presupuestos necesarios de un conjunto 

de técnicas e instrumentos de relación mutua. Entre las 

diversas técnicas que la aplicación de los principios 

const1tucionales de autonomía y descentralización deter­

minan , están las deriva.das de la colaboración, coopera­

ción y coordinación, e n las que actúa, al lado de la exis­

tencia de una pluralidad de entes titulares de poder públ~ 

co, la superación de concepciones polític~s y jurídicas 

que reducían la actuación de los poderes públicos al uso 

de instrumentos autoritarios. Al respecto, Clarizia ha 

señalado cómo en un Estado centralizado no había ni posi­

bilidad d e utilizar instrumentos cooperativos, en cuanto 

q ue la acción estatai se centraba en una maniobra unilate­

ral y autoritaria d e t odos los centros de poder. 

La cooperación de los entes públicos es característica de 

la totalidad de los Estados federales y produce una amplia 

red de contactos entr e los Estados miembros entr e sí y con 

la Federación, que "tiene como base los acuerdos qu e los 

mismos Estados mi embr os es tán facultados a celebrar en 

cuanto investidos del age - old tneaty ma~ i ng powen o~ inde ­

pen dent nation bajo la vigilancia o con l a participación 

del Gobierno federal" (La Pergola). 
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El fenómeno en Italia no ha hecho más que comenzar, dado el re­

traso en la generalización del sistema regional, y las resisten 

cias de todo signo al proceso de pluralismo sustancial de los 

poderes públicos (Arcidiano), pero ha tenido ya interesantes 

concreciones, tanto a nivel de la cooperación interregional, 

como en la realizada entre el Estado y las Regiones, que con­

firma la aparición de nuevas formas de actuación "expresión de 

la necesidad de ·contraponer módulos de participación paritaria 

en la formación de los actos y en la preparación de las inter­

venciones, en oposición a módulos de organización autoritaria" 

(Berti). 

La complejidad del fenómeno, aún reconociendo su esencial unidad 

e interrelación, nos obliga a distinguir y a analizar separada­

mente la colaboración horizontal, que tiene lugar entre Regiones, 

y la vertical, que s~ produce entre el Estado y las Regiones, de 

forma aislada o conjunta, y ello por exigencias, tanto de las 

causas que las inspiran como de las técnicas en que se concretan. 

Así, mientras la cooperación horizontal tiende a superar los in­

convenientes derivados del límite territorial de las regiones 

"actuando como correctivo funcional a la rigidez de las estruc­

turas territoriales e histórico-estatales , con frecuencia poco 

adecuado s a las exigencias y problemas cotidianos (Volpe) ; la 

colaboración vertical tiene su fundamento en la imposibilidad 

de una separación tajante de competencias , ya que los intereses 

nacionales y regionales no están rígidamente diseñados, sino que 

aparecen integrados en virtud de la misma dinámica de los hechos 

económicos, por lo que autoridades de ambos niveles son, con fr~ 

cuencia, contemporáneamente interesadas en determinadas materias, 

si bien a diversos niveles y desde diversos ánqulos (Bartole). 
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I. LA COOPERACIÓN HORIZONTAL. 

A. La colaboración interreg ional en el ordenamiento jurídico 

italiano.- Dada la estructura piramidal que presenta todo orden~ 

miento jurídico, el estudio de la colaboración int e rregional d~ 

be iniciarse por los posibles datos normativos que pueda ofrece~ 

nos la Constitución italiana. Esta, a diferencia de la de algu­

nos países federales o regionalizados, en los que la práctica de 

acuerdos interestatales o interregionales tiene efectivo reconoci 

miento en su norma fundamental y una rica tradición, no prevé e~ 

presamente un poder de las regiones de establecer acuerdos entre 

sí en orden al ejercicio de sus funciones . 

El tema de los acuerdos entre Regiones no fue o l vidado por el 

constituyente italiano, s iendo propuesto por Mortati e l expreso 

reconocimiento de po testades regionales en la materia; pero se 

consideró que no era necesario, dado que la posibilidad de cele­

brar acuerdos interregionales con el fin de atender de forma con 

junta a intereses recíprocos se debía considerar implícito en el 

sistema de la autonomía territorial constitucionalmente garant i­

zada. 

La ausencia de referencia expresa al terna a nivel constitucional 

ha determinado que la doctrina se esfuerce en la búsqueda de re­

ferencias indirectas o que fundamente su legitimidad en los pri~ 

cipios constitucionales. Así, D'Orazio considera suficiente funda 

mento el artículo 115 de la Constitución italiana de 1947, según 

el cual: "Las Regiones se constituirán como entes autónomos con 

propios poderes y funciones , según los principios fijados en la 

Constitución", en conexión con el artículo 2° de la misma, q ue 

tutela la so lidaridad y formaciones sociales en el cuadro del pl~ 

ralismo, incluso en el ámbito de los grupos organizados, y con e l 

artículo 18, que establece el principio de libertad de asociación. 

Rizza considera que la cooperación interreg ional tiene su funda­

mento en la discrecionalidad organizativa q ue el artículo 118 ·de 

la Constitución atribuye a l as Reg iones para el cum p limiento más 

idóneo de sus fines, de forma que "es lícito concluir que el or-
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denamiento presupone a las Regiones el poder-deber de ejerci­

tar la competencia asignada en base a las apreciación necesa­

ria para realizarlas de manera adecuada, lo que constituye,ad~ 

más de una interpretación sistemática del artículo 118,4 de la 

Constitución, una primera comprobación de que la colaboración 

interregional no es un fenómeno pnaet en con6titunionem". 

Otros autores consideran el fenómeno como una consecuencia del 

principio de canonización de los intereses, definido por Giann~ 

ni, y que consiste en la obligación de los poderes públicos de 

actuar siempre que el ámbito de interés público que les es pro ­

pio exija una intervención de los mismos. Además, "el carácter 

esencialmente contractual y paritario del fenómeno excluye toda 

hipótesis de invasión en la esfera de los otros sujetos", siendo, 

generalmente, el único medio, como señala Clarizia, de satisfacer 

las reales exigencias socio-económicas que las Regiones tienen en 

comendadas. La misma postura es mantenida por Schneider en la Re 

pública Federal Alemana, mientras que D'Orazio argumenta que "el 

hecho de que la misma Constitución no contenga, sin embargo, una 

expresa previsión de formas voluntarias de una análoga relación 

entre las Regiones, no prohíbe a tales entes la búsqueda directa 

de los módulos idóneos a consentir la satisfacción de una tan 

vi tal exigencia". 

Por su parte, la Corte Constitucional, a partir de la instaura­

ción de las Regiones ordinarias, se ha referido de forma directa 

o indirecta a los intereses interregionales, deduciendo,según 

Volpe,del estudio de las más recientes decisiones del Tribunal 

Constitucional: 1°) la admisión, por dicho órgano, de una esfera 

de intereses- relaciones interregionales no coincidentes con la 

regional, ni con la estatal, y 2°) el que los acuerdos para la 

gestión de intereses interregionales no tiene por exclusivo ob­

jeto actividades o servicios que afecten a los territorios limí­

trofes, sino que pueden constituir un módulo general de la acción 

regional utilizable para la gestión de cualquier interés que re-
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jurisprudencial señalada ha tenido un efecto integrativo del 

ordenamiento jurídico italiano, haciendo surgir normas estata­

les que reconocen este tipo de cooperación interregional, que 

se refleja en los propios estatutos o en la legislación regio­

nal. 

Se ha señalado que el primer intento de regular legislativamen­

te la figura fue e l proyecto de ley nº 3157/1974, y en pa rticu­

lar, su artíc_ulo 1°, letra b, que limitaba la previsión de los 

consorcios interregionales "a no más de tres regiones conti­

guas". La norma que regula, po r primera vez, la cooperación i n ­

terrregional, el artículo 1 ° , 2, de la Ley de 22 de julio de 

1975, nº 382, lo hace de una forma mucho más amplia y flexible, 

al establecer que : "Las Regiones pa ra las actividades y servi­

cios que afectan territorios confines pueden llegar a acuerdos 

y constituir órganos o gestiones comunes, incluso en forma con ­

sorcial". Dicha ley fue, posteriormente , desarrollada por el 

Decreto de 24-VII-1977, nº 616, cuyo artículo 8°, después de re 

petir el artículo 1°, 2, de l a Le y 382/75, añade un segundo pá ­

rrafo en el que se establece q ue: "Las ac tividade s y los servi ­

cios antes citados deben constituir objeto de espec íficos 

acuerdos y no pueden dar lugar a la constitución de consorcios 

generales entre Regiones. " 

Las normas citadas , reguladoras de l a cooperación interreg i onal , 

carecen de precisión, por lo que se ha valo rado de muv distinta 

forma su contenido . 

La normación e stata l se ha ocupado de supuestos singular e s en 

los que la cooperación int erregional se hacía necesaria por la 

situación en zona limítrofe de los bi enes que regula; po r e l ca ­

rácter interreg ional de los mismos (ríos); o por exigencias ju­

rídicas del proceso de transfe r e ncia a l as Regiones (Instituto s 

zooprofilácticos). Las normas es tatal es que se refieren al fenó ­

meno están cont enidas, fundam en talmen t e , en el Decreto 616 de 

1977, que l o hace, al tratar en su artículo 69 de la gestión de 
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los montes, de los consorcios de saneamiento de los terrenos, y 

al referirse a los transportes terrestres, tanto por ferrocarril 

como por carretera. 

Mayor interés presenta el análisis de la Ley de 23 de diciembre 

de 1975, que procedió a la transferencia a los Institutos Zoopro­

f ilácticos Experimentales a las Regiones. Los citados Institutos 

eran entes públicos institucionales que extendían su actividad al 

ámbito de varias Regiones, por lo que la Ley citada ordenó su 

transferencia a grupos compuestos por varias de ellas, condicio­

nando su eficacia a "la entrada en vigor de lás correspondientes 

leyes regionales", lo que determinó un curioso fenómeno de coope­

ración interregional consistente en la conclusión de un acuerdo 

entre lasdiversas Regiones a que se extiende el ámbito de actua­

ción del Instituto Zooprofiláctico, con el fin de proceder cada 

Región a la aprobación de una ley que tenga el mismo contenido 

normativo, que regirá en su ámbito geográfico, dado que, en virtud 

del principio de territorialidad, las normas regionales no pueden 

extender su vigencia m~s allá de su concreta circunscripción. El 

proceso de elaboración de los acuerdos interregionales y su concre 

ción en leyes de cada una de las .Regiones pactantes ha sido muy 

complejo y obstaculizado por constantes reenvíos de los delegados 

del Gobierno . 

Como consecuencia de la Ley de Reforma Sanitaria de 23 de diciem­

bre de 1978, nº 833 , no eran admisibles situaciones previas exis­

tentes caracterizadas por el hecho de que una Región tuviera ins­

tituciones hospitalarias en el territorio de otra (1), por lo que 
-------- --·--------
(1) Las principales instituciones sanitarias afectadas fueron el 

Pío Instituto Santa Corona, de Milán; el ente hospitalario 
San Mateo, de Pavía; y los Institutos Ortopédicos Rizzoli, de 
Bolonia, que gestionaban respectivamente el hospital climáti ­
co regional de Pietra Ligure , el hospital para convalecientes 
climáticos provincial de Bussana, de San Rema, y el hospital 
climático especializado Inst i tuto Codivilla-Putti, de Cortina 
d'Ampezzo. 
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se han pactado diversas leyes entre las Regiones, con el fin de 

desafectar la entidad hospitalaria de su antigua titular (2), 

mientras gue la Región receptora emitía una ley en cuya virtud 

integraba e l hospital en su o r gan ización sanitaria (3). Las le­

yes regionales también observan un con junto de obligaciones mu­

tuas, entre las que se puede destacar l a puesta a disposición 

de la Reg ión antigua titular de la ent idad de un número deter­

minado de camas, y , en algún caso, la de contribuir al manteni­

miento del hospital. 

Los Estatutos regionales han recogido de forma muy distinta el 

.fenómeno de la colaboración interregional, ya que: 

1°) Se enumera ent~e los principios calificados de fundamentales 

la coordinación de la acción regional "con la de otras Regi~ 

nes de Italia" (Estatuto Veneto , art. 5, último pár rafo), d~ 

jando a la autonomía de la Región la determinación concreta 

de los fines y de las formas oportunas. 

2°) Se fundamenta en el e spíritu del art . 119,3 de la Constitu­

ción (valorización del Mediodía), al establ ecer entre l os 

objetivos permanentes del Ente , en unión de las otras Regio­

nes del Sur, "adoptar las iniciat i vas concretas para la reno­

vación y revalorización del Mezzogiorno de Italia" (Estatuto 

Abruzzi, art. 3), o bien "actuar para la superación de los 

desequilibrios sociales, sectoriales y territoriales en su 

interior y en relación con las grandes áreas económicas de 

la República'' (Estatuto Emilia-Romagna, art. 4°, 6). 

3º) Se inserta entre los principios institucionales y programá ­

ticos el de proveer al logro de determinados objetivos "en 

concurso" o "de acuerdo " con l as otras Regiones (Estatuto 

(2) Las Regior.es cedentes fueron Lombardía y Emilia-Romagna, ac ­
tuando la primer a a través de su Ley Regional nº 3 , de 1977, 
y la segunda, por la Ley Regional nº 53, de 1979 . 

(3) Las Regiones receptoras de l as entidades sanitarias fueron 
la Liguria, a través de su Ley Regional 53/1978, y e l Veneto, 
a través de su Ley Regional 80/1979 . 
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Puglia. 

4°) Se prevé, dentro ya de una norma organizativa y no funda­

mentalmente pragmática, entre las competencias del Conse­

jo, la de deliberar "acerca de los acuerdos a adoptar con 

otras Regiones para la satisfacci6n de los intereses in­

terregionales" (Estatuto Toscana, art. 21, 2, o) . 

A nivel de legislación regional existen algunos supuestos muy 

curiosos, en los que la Regi6n, de forma unilateral, regula al­

guna materia con una expresa previsi6n de un acuerdo interregi~ 

nal, pudiéndose destacar al respecto, a título de ejemplo: la 

Ley Región Veneto de 7-IX-1971, nº 71, y la Ley Regi6n Puglia, 

de 29-VIII-1979, nº 56. 

El panorama de la cooperaci6n interregional en Italia no se limi­

ta, como veremos más ampliamente en otro lugar, a actuaciones l e­

gislativas , sino que ha tenido en algunos supuestos como princi­

palesprotagonistas a los asesores regionales. Un caso muy signi­

f icativo es el de las hidrovías padanas , cuyo p rocedimiento de 

elaboración fue el de adopción previa por los Consejos de las 

Regiones afectadas (Lombardía, Veneto y Emilia-Romagna), de una 

autorización a los asesores competentes , de proceder a la firma 

del oportuno acuerdo (14 de noviembre de 1979). 

La colaboración interregional en las hidrovías padanas se carac­

teriza, en opinión de Robecchi Majnardi, por las siguientes no­

tas: 

1) La voluntariedad y espontaneidad de las Regiones intervinien­

tes. 

2) Las funciones que se desarrollan en comGn, se realizan a tra­

vés de una administración conjunta directa, esto es , sin en­

tes instrumentales ad hoc_. 

3) El re pa rto de los costes se efectGa a través de una cuota fi­

ja (8 por 100 para cada Regi6n) y en base a dos criterios, 

uno geográfico (proporcional a la longitud de la vía navega-
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ble) y otro comercial (determinado por el número de tonela­

das/km. transportadas en un año). 

4) Se han institucionalizado dos órganos: el Comité Interregi~ 

nal para la Navegación y la Comisión Consultiva Técnico-Ad 

ministrativa, que tienen el carácter de órgano colegial pe~ 

fecto (los acuerdos exigen la presencia y voto favorable 

de todos sus miembros), debiendo susresoluciones ser ejecu­

tadas por los órganos regionales. 

La colaboración interregional se impone también en ocasiones co 

mo consecuencia de las exigencias de las normas comunitarias, 

cuyo cumplimiento, según lo establecido en el artículo 6 del De 

creto 616, corresponde a las Regiones, y aue el Estado garanti­

za en el caso de inactividad regional a través del poder de sus 

titución que le atribuye la norma antes citada. 

El primer supuesto de cooperación interregional impuesto por 

norma comunitaria ha sido el establecimiento de consorcios in­

terregionales para la creación de Centros de formación y divul 

gación agraria, y tiene su origen en el Reglamento de la Comu­

nidad Económica Europea nº 270/1979. En cumplimiento de dicho 

Reglamento, Italia presentó a la Comunidad un plan-cuadro so­

brela materia, que fue aprobado·por decisión comunitaria de 

23 de marzo de 1981 (publicado en el Boletín Oficial de la 

Comunidad de 22 de abril de 1981), habiendo puesto el Minis­

tro de Agricultura en conocimiento de las Regiones tal aprob~ 

ción con fecha 7 de mayo de 1981, instándolas a dar cumpli­

miento a la norma comunitaria. 
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B.- Cooperación interregional y principios constitucionales.- La 

extensión del fenómeno que ha producido un cambio notable en re­

lación con las previsiones constitucionales, nos obliga a efec ­

tuar un análisis con el fin de determinar si la cooperación in­

terregional es conforme a los principios inspiradores de la Cons 

titución. 

Los principios constitucionales que la doctrina ha considerado que 

pueden ser afectados por la cooperación internacional son, entre 

otros: los de autonomía, democraticidad, desplazamiento del equi­

librio del sistema político a favor del ejecutivo, y aquéllos de­

rivados de la insuficiencia de los instrumentos cooperativos para 

el logro de fines establecidos en la Constitución. A continuación 

examinamos individualmente la posible vio l ación de los pr incip ios 

constitucionales señalados por los acuerdos celebrados por las Re 

giones para el logro en común de sus intereses. 

El primer principio constitucional que p uede ser afectado por l a 

cooperación interregional es, lógicamente, el de la autonomía , 

que exige por parte de las Regiones, entre otras cosas , una mul­

tiplicidad de iniciativas y de estímulos; la realización de una 

forma de reparto horizontal del poder; la posibilidad de renovar 

constantemente la adhesión a una acción común; a lo que ha y que 

sumar la determinación de hasta qué punto se produce el abandono 

de competencias regionales. Sobre este último pun to, debemos re ­

cordar la opin i ón de Bachot y Kisker, de que , a veces, los entes 

territoriales inferiores (Landers, Regiones), no se privan a tra 

vés de la cooperación interregional de poderes propios, sino gue 

adquieren uno nuevo que no habían tenido nunca. El ejemplo típi ­

co · es la creación del segundo canal de la televisión alemana, 

obra del conjunto de los Landers. 

La verdad es que las s o spechas de que la cooperación interreqio­

nal contradiga en mayor o menor grado e l principio constitucional 

de la a~tonomía , se basa en la creencia de que éste implica , por 

definición, una diversidad irreconciliable de criterios entre las 
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varias Regiones. En opinión de D'Orazio, "la autonomía se reali­

za también en la valoración de los intereses propios de cada Re­

gión, en relación con los de las otras, como se deduce de los ar­

ticules 117, 1 y 127 de la Constitución, que establece a cada Re­

gión como limite el del contraste con los intereses de las otras 

Regiones. Y el acuerdo de que, en virtud de aquella valoración, 

fija y propone los términos de la coordinación es un acto libre de 

las autonomías". 

La Pergola, en su valoración general del fenómeno que estudiamos, 

ha señalado que el federalismo cooperativo no ha despojado a las 

singulares unidades de algunas de sus formales atribuciones, pero 

ha puesto de relieve los limites dentro de los cuales cada una de 

ellas p1ede actuar aislada mente, fuera de todo nexo con los otros 

centros de poder. Con lo que no se quiere decir que la cooperación 

deba necesariamente implicar el decaimiento de los valores autonó­

micos esenciales. Todo lo contrario, en cierto sentido, el papel 

de los entes autónomos sale potenciado por la nueva postura del f~ 

deralismo, adecuándose a las exigencias de las formas modernas y 

eficiencias de la gestión del poder. 

Se habla de que la cooperación interregional se opone al principio 

constitucional de democraticidad, en el sentido de que produce un 

alejamiento de las bases de los medios públicos de satisfacción de 

necesidades colectivas, produciéndose, además, un abandono del ám­

bito propio de las competencias. En frase de Benvenutti, el princ~ 

pio de democraticidad exige que los ciudadanos no sean sometidos 

a ningún poder que no encuentre su legitimación en si mismos. 

El respeto al principio de democraticidad determina que la coope­

ración interregional cumpla con los siguientes requisitos: 

1) La existencia en los órganos encargaqos de llevarla a la práct~ 

ca, de representantes populares y/o el establecimiento de los 

adecuados controles internos y externos de su actividad. 

2) Siendo consustancial a las reglas democráticas la fijación de 

un sistema que impida la unificación de poderes, consideramos 
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que cualquier forma de cooperación interregional que se es­

tablezca, debe mantener la pluralidad y equilibrio de los po­

deres regionales, evitando, especialmente , una concentración 

de los mismos en el Ejecutivo regional, principal protagonis ­

ta a la hora de establecer los convenios, a costa, básicamen­

te, del órgano representativo de l a Región. 

Los estudiosos también han criticado a la cooperación regional 

otros defectos, como el de carecer de los medios a través de los 

cuales se articule la continuidad y fortaleza suficientes para 

produc ir los efectos adecuados. O bien, que no es suficiente para 

satisfacer la exigencia constitucional de superar los desequili­

brios regionales. 

En cuanto a la primera de las objeciones señaladas, no tiene un 

significado general para el fenómeno de la cooperación interregi~ 

nal, sino que la veracidad de la misma está en función de la moda 

lidad que adopte la cooperación. Por ejemplo, no tiene la misma 

fuerza y duración un acuerdo dirigido a armonizar la legislación 

de varias Regiones, que aquéllos que tienen por objeto el establ~ 

cimiento de una planificación común, o que determinan la creación 

de un ente púb lico interregional, con e l fin de atender necesida­

des colectivas. Mientras que la segunda de las objeciones formul~ 

das parte del presupuesto de considerar primordial la supera~ión 

de los desequilibrios regionales, cuando éste únicamente es uno 

de los posibles fines a los que puede dirigirse la cooperación in 

terregional. 

Finalmente, también se ha reprochado a los pactos interregionales 

e l cons<i.tuir una renuncia del titular de la competencia a su 

ejercicio, atentando contra el reparto constitucional de la com­

petencia, la seguridad jurídica y el principio de legalidad, esto 

es, que produce un abandono de competP.ncia por vía convencional, 

y que el fenómeno es contrario a la naturaleza política de la Re­

gión, que debe tener amplio campo de maniobra para determinar en 

cualquier momento los propios objetivos, a lo que se opondría el 
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efecto vinculante de los acuerdos. Tampoco estas objeciones son 

atendibles, teniendo en cuenta que no se produce a través de la 

cooperaci6n interregional el abandono de competencias regiona­

les, sino que se instrumenta un modo satisfactorio de proceder 

a su cumplimiento de forma conjunta, en virtud de la autonomía 

organizativa que, como hemos visto anteriormente, atribuye la 

Constituci6n italiana a las Regiones para el cumplimiento de sus 

fines. Aceptar la idea de que los compromisos interregionales 

van en contra de la naturaleza política de los entes regionales 

equivale a negar a éstos la posibilidad de vincularse jurídica­

mente. La generalización de esta objeción implicaría negar a 

cualquier Administración Pública celebrar cualquier tipo de con­

tra to y a los Estados a celebrar tratados internacionales entre 

sí. 

c.- Territorio regional e intereses interregionales.- La denomina-

da "territorialidad" debe considerarse como una consecuencia, 

o, si se quiere,uno de los aspectos de la naturaleza política de 

los entes regionales y, por lo tanto, estrechamente ligada a su na 

turaleza. El territorio, como h~ señalado Alessi, tiene la funci6n 

de individualizar los sujetos y los grupos que deben considerarse 

vinculados por el ordenamiento del ente y por los poderes que de 

él brotan. De forma que el territorio delimita la esfera de efica 

cia de la actividad de las Regiones en el sentido de q ue éstas no 

pueden proveer sino a intereses comprendidos en la propia circuns­

cripci6n y en el sentido de que los poderes de las mismas no se 

pueden extender fuera del territorio de éstas (Mazzioti, Mortati, 

Paladin, Ragazzini). 

La rígida aplicaci6n del criterio de la territorialidad es contra 

dicha por el cada vez más amplio conocimiento de la inadecuada co 

rrespondencia entre los diversos niveles del poder local en el 

sistema italiano y el efectivo desplazamiento de las diversas 

áreas de interés socio-econ6mico a satisfacer. Quebrándose, como 

destaca La Pergola, la regla básica de todo auténtico régimen au­

tonómico, de que el sistema sirva para avecinar el poder público 
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a los administrados, ya que la dicotomía Estado-Regiones es in­

suficiente ante la existencia de intereses que trascienden la 

Región, no elevándose al plano de la colectividad nacional. La 

causa de los problemas descritos está en que las Regiones han 

sido hechas coincidir con áreas geográficas tradicionales, que 

en la precedente experiencia del Estado centralizado habían rea 

!izado el simple papel de circunscripciones administrativas 

(Rizzo, Rotelli, Virga, Predieri, Onida, Greco), sin tener en 

cuenta las necesidades de la economía de escalas y adecuación 

exacta del territorio a los servicios que debe atender, y demás 

exigencias que la doctrina ha destacado (Anastopoulos) . 

La constatación de la no adecuada correspondencia entre los con­

fines político-jurídicos asignados a los entes territoriales au­

tónomos y la mayor extensión georgáf ica de determinadas áreas 

económicamente homogéneas y unitariamente configurables a los fi 

nes de un racional enfoque de los problemas económicos y sociales, 

constituye un incentivo a la búsqueda y a la valoración de los 

instrumentos adecuados . Siguiendo a Mazzochi, se p uede señalar 

que l os instrumentos para la internalizac ión ue los efectos exte~ 

nos o para minimizar el coste unitario de los bienes y servicios 

públicos se clasifican en dos grupos : el que implica modificacio­

nes de l as estructuras pol ítico- administrativas (por ejemp l o , 

creación de nuevos niveles de Gobierno) o aqué llos que no suponen 

modificaciones de este tipo, y van desde la política de subsidios 

para l a internalización de los efectos externos positivos de los 

gastos púb licos , a la categoría de los instrumentos de tipo con­

tractual, que permiten gozar de l a economía de dimensiones , sin 

modificación alguna de la estructura político- administrativa. 

Existe, finalmente, el grupo de medios de tipo in formativo , con ­

sultivo, promociona! , que p uede asumir notable importancia cua~do 

sea muy difícil utilizar los otros grupos de instrumentos. 

La rigidez que l a Constitución italiana presenta a la hora de 

efectuar modificaciones estructurales, que supongan el estable -
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cimiento de nuevos niveles político-administrativos, atribuye 

a los instrumentos contractuales una prioridad absoluta a la 

hora de materializar la cooperación interregional, que debe p~ 

nerse en conexión con la naturaleza derogable del límite terr~ 

torial, como recoge la doctrina fundamentándose en la opinión 

de la Corte Constitucional. El fenómeno descrito no es distinto 

a aquél que, con referencia a los sujetos privados, ha consegu~ 

do individualizar, al lado de intereses merame~te in~ividuales, 

intereses "colectivos", los cuales, no siendo imputables a par­

ticulares, sino a grupos sociales, son manifestación de una auto 

nomía colectiva que, no obstante sus propias peculiaridades, no 

se confunde con la autonomía pública y persigue intereses que 

no se integran, ni identifican con los públicos. 

El fenómeno examinado, que es común a todo sistema basado en 

las autonomías territoriales, tiene importantes consecuencias de 

índole sustanciai y formal, ya que al producir una reducción, o 

una nueva definición del interés nacional, limita las posibili­

dades de que el Gobierno pueda reenviar las leyes regionales en 

las que la cooperación interregional se materializa, y en su ca­

so, promover la cuestión de legitimidad ante el Tribunal Consti­

tucional o la de mérito ante las Cámaras. (Estos últimos aspec­

tos del tema han sido analizados con especial profundidad por 

D'Orazio). 

D.- Examen individualizado de las técnicas de cooperación inter-

regional.- Una de las notas de l a cooperación interregional 

es la existencia de una gran diversidad de instrumentación técni 

ca, que tiene por fundamento la amplitud de materias objeto de 

la misma. 

Atendiendo a un orden creciente de complejidad organizativa y de 

problemas jurídicos, se pueden destacar las siguientes: 
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acuerdos y acciones de coordinación no formales a nivel de ór 

ganas políticos y regionales responsables. 

- participaci6n en procedimientos administrativos. 

- constitución de órganos colegiados. 

- codependencia funcional. 

- gestión consorcial con creación de un ente público. 

- constitución de una persona jurídico privada. 

- la cooperación a nivel legislativo. 

Con la exclusión de la primera fórmula de cooperación señalada, 

dado que la simplicidad de la misma implica una escasa trascen­

dencia jurídica, procedo al examen de las mismas. 

1) PARTICIPACIÓN EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS .- Entre las 

funciones del procedimiento, cabe destacar la de constituir 

un medio de actuación de sujetos portadores de intereses jurí­

dicos diversos en la resolución, aportando datos (de hecho o de 

derecho) por su condición de interesados, en el sentido más am­

plio del término, o por ser un órgano administrativo al que le 

corresponden competencias en conexión con el objeto de la reso­

lución. De entre las fórmulas de coordinación procedimental es­

tudiamos, en primer lugar, dada su trascendencia, el concierto. 

El concierto ha surgido en el derecho italiano como uno de los 

modos de remediar los efectos de la existencia de una plurali­

dad de órganos gestores de intereses sectoriales dentro del 

mismo ente, de forma que, si bien el acto concertado proviene 

de una sola de las autoridades administrativas intervinientes, 

se exige que actúe de conformidad con la voluntad de otros ór­

ganos administrativos titulares de intereses afectados por la 

resolución final. Las diversas voluntades se mantienen indepe~ 

dientes unas de otras , sin fundirse en un único acto y cada una 

de ellas tiene su causa en el interés público que tutela. 
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La comprensi6n de la figura exige la distinci6n de la misma 

con otras parecidas. Siguiendo a Monaco, la diferenciamos del: 

- informe, en cuanto éste es un acto de valoraci6n ' o de apre-

ciación y no un acto de voluntad, como lo es el acto concer 

tado. 

- acto de aprobación, en cuanto que en éste la vo luntad que se 

aprueba, está formada totalmente. 

- autorizaci6n, ya que no se influye en el p r oceso de forma­

ci6n de ~a voluntad, siendo su función iacul tar al titular 

de un poder a ejercitarlo. 

- del acto complejo, por no producirse una fusi6n de la vo lun­

tad en un solo acto. 

La idea de concierto, que he señalado con base en normas pos it~ 

vas, considera que la figura se produce entre órganos de un mis 

mo ente, por lo que se ha planteado en la doctrina italiana la 

necesidad de ver ificar la validez de la misma en supuestos de 

relaciones intersubjetivas que tienen lugar entre Estado y Re­

gi6n o entre dos o más Regiones. 

Si bien la admisión del concierto interregional no es unánime 

en la doctrina, la legislación recoge algunos supuestos, en que 

se puede identificar la figura. En este sentido, el artículo 84 

del Decreto 616/77, que establece un supuesto de concierto en­

tre Regiones al atribuir la competencia de los transportes te­

rrestres que se realizan en el ámbito de varias Regiones, a 

la que corresponde el recorrido más amplio, pero actuando "de 

acuerdo", expresi6n que los autores, como hemo s visto, equiparan 

a "de concierto'' con aquellas Regiones por las que circula, en 

menor medida, la línea. Lo que confirma la opini6n favorable a 

la utilización del concierto en el ámbito de la cooperación in­

terregional, siempre que éste constituya un medio de regular 

los efectos de la actividad de una Regi6n en el ámbito de otra. 
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Otra forma de particip9ción procedimental la constituye la 

''audiencia" previa a la resolución del expediente de la Región 

o Regiones, cuyos derechos o intereses legítimos pueden ser 

afectados indirectamente por la Resolución de una autoridad 

perteneciente a otra Región, siempre que, naturalmente, actúe 

dentro de la esfera de su competencia, dado que, de otra forma, 

al superar el ámbito territorial, corno hemos señalado anter i or 

mente, la resolución adoptada sería nula o inexistente. 

2) CONFERENCIAS Y REUNIONES DE RESPONSABLES REGIONALES.- Ascen -

diendo un escalón en e l proceso de l a cooperación interregi~ 

nal, aunque manteniéndose dentro de lo que se ha denominado for 

mas de cooperación inorgán icas , esto es, las caracterizadas por 

no dar vida a un super ente de tipo 8onsorcial o análogo, nos 

encontrarnos con la creación de estructuras colegiales de muy 

diversa caracterización. 

Frente a la caracterización tradicional de los órganos colegia ­

dos aparece, corno ha señalado Bachelet, la utilización de esta 

fórmula organizativa para constituir un centro de encuentro , de 

composición de intereses, de actividades, de competencias, que 

son propias de órganos o entes d iversos , lo q ue hace que cada 

miembro del colegio no actúa a título pe rsonal, sino q ue l o ha ­

ce corno miembro del ente u órgano cuya actividad interesa coor ­

dinar con la de otros entes u órganos. De ello se deduce o tra 

de las notas de estos nuevos colegios : sus miembros actúan corno 

representantes. 

Otra de las características derivadas de su composición y funcio 

nes la constituye, normalmente, e l que l os colegios de " represe~ 

tantes" no tengan poderes decisorios definitivos , sino q ue sean 

medios o instrumentos de encuentro o de discusión . Sin embargo , a 
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veces, ostentan potestades resolutivas, pero en este caso, y e ~ 

oposición a los órganos colegiados tradicionales, no es suficie~ 

te la mayoría de los votos de sus miembros para adoptar una re­

solución válida , sino que, de forma prácticamente general, se 

exige la unanimidad real o presunta de sus miembros. La única 

flexibilización a la exigencia de unanimidad la constituye la 

presunción de que las abstenciones se valoran como votos favora 

bles. 

La creación de órganos colegiados para la realización de la co­

operación horizontal presenta la gran ventaja de la flexibi li­

dad de esta fórmula, como demuestra la generalización de la mis 

ma en países de autonomías territoriales (federales o regiona­

les), así como la diversidad en la composición de los colegios. 

Fundamentalmente, podemos decir que los modelos de órqanos col~ 

giados a nivel interregional responden a dos criterios, según 

comprendan todas las Regiones o todos los Estados miembros de 

la Federación, o sean de carácter limitado a algunas entidades 

políticas territoriales; el otro haría referencia a la amplitud 

del ámbito objetivo de los mismos. Los ejemplos son múltiples. 

Así : En la República Federal Alemana tiene especial importancia 

la Conferencia de Ministros-Presidentes de los Landers (Minis­

terprasidentkonferenz), en la que únicamente participan repre­

sentantes de los Landers. Se compone de los Ministros-Presiden­

tes de los Landers, como jefes de l os respectivos gobiernos, de 

los encargados de negocios de los Landers ante el Bund y de al­

gunos funcionarios como asesores; carece de funciones ejecutivas, 

constituyendo un auténtico foro de negociación en el que l os 

acuerdos que adopta lo son por unanimidad de sus miembros. Esta 

Conferencia es de carácter general. 

En Austria debemos se~alar la existenc ia del órgano de coordina ­

ción de los Landers, que fue creado en 1951 por nueve Landers, 

junto al Gobierno de la Baja Sajonia, siendo sus comienzos dif í­

ciles, ya que el reconocimiento oficial del Gobierno Federal só­

lo le llegó en virtud de una decisión del Consejo de Ministros 

de 18 de mayo de 19 66. Según su Reglamento interior, redacción 

de octubre de 1966, está encargado de "crear y asegurar la coor-
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dinación permanente de los Landers entre sí y con la Federación. 

En Estados Unidos la cooperación interestatal se ha manifestado 

también a través de la creación de diversas Comisiones permanen­

tes para la resolución de los más diversos problemas. Desde 1935, 

por lo menos, 36 Estados, según los datos ofrecidos por Corwin, 

comenzaron a adoptar esta forma de cooperación, que posteriorme~ 

te culminó con la formación del Council of State Governments y 

la de Comisiones especiales encargadas del estudio de la delin­

cuencia, circulación de vehículos a motor y de los problemas de­

rivados de la legislación de la seguridad social. 

En Italia debemos destacar la existencia de la Comisión Interre­

gional, integrada por los Presidentes de las Juntas Regionales y 

los Presidentes de las Provincias autónomas de Trento y de Bolz~ 

no, tiene, además, una Secretaría como órgano de auxilio técnico 

administrativo. Un órgano similar al anterior es la Comisión de 

Representantes Regionales, instituída por la Ley nº 984/1977, 

con sede en el Ministerio del Presupuesto , 

La naturaleza jurídica y los efectos de los acuerdos de los órga­

nos colegiados, que actúan la cooperación interregional, consti­

tuye otro de los puntos más controvertidos. Tales decisiones im­

plican, generalmente, un conjunto de voluntades dirigidas norma! 

mente al logro de un objetivo común. El problema se agudiza esp~ 

cialmente en el supuesto de que las decisiones colegiadas debie­

ran tener efectos directos sobre las unidades territoriales pac­

tantes, por la dificultad, reconocida por Capaccioli-Satta, de 

"encontrar una fuente de derecho capaz de distinguirse tanto de 

la voluntad colect~va unitaria, que está en la base de los acuer 

dos emanados de una persona jurídica, como de aquélla de más su­

jetos que actúan de forma paralela, pero separada". 

La eficacia de las decisiones colegiadas de las Conferencias in-

terregionales, no es normalmente inmediata en el ámbito de las 

singulares Regiones, sino que se exige la ''interiorización" de 

las mismas para que produzcan sus efectos jurídicos a través de 

la adopción de actos de carácter administrativo o, incluso, de 
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rango legisla~ivo. A título de ejemplo, podemos citar el funci~ 

namiento de la Gemeinsame Filmpr~dikatisierungskommiss~on ~ste­

rreichischer Bundesl~nder (GFPK) austríaca y en las hidrovías 

padanas. 

En Austria el cine es competencia exclusiva de los Landers. Los 

Ministros de Educación de los mismos creyeron conveniente la 

creación de un órgano común al respecto, por lo que la Conferen­

cia de Directores de Administración de los Landers acordó, con 

fecha 25 de abril de 1958, la creación de una Comisión que elaho 

rara los estatutos de la GFPK, que se constituyó el 10 de novi em 

bre de 1961. La Comisión se limita a dictaPinar sobre las pelíc~ 

las, conservando los Landers una gran independencia, ya que, se­

gún el párrafo 3 del acuerdo de Constitución, "cada Lander se 

compromete a n~ utilizar su derecho a autorizar películas sin te 

ner en cuenta la apreciación de la GFPK", pero el que adopta la 

decisión es el propio Lander, que puede, con independencia del 

dictamen de la Comisión, otorgar la autorización, aunque lo no~ 

mal es que todos los Landers adopten el criterio mantenido en el 

órgano colegiado, dándole valor ejecutivo. 

Los órganos comunes creados para asegurar la cooperación inter­

regional en las hidrovías padanas (Comité Interregional y Comi­

sión Consultiva Técnico-Administrativa) no emanan decisiones di 

rectamente operativas constituyendo una estructura organizativa 

destinada a operar sólo en lo que respecta al nivel de decisión, 

no estableciendo fórmulas de gestión común. Se dice expresamente 

que el personal, los instrumentos, las obras y los medios para 

utilizar, comprendidos los transferidos por el Estado a las Re­

giones, quedan confiados en su administración y gestión a la Re 

gión en cuyo territorio están situados, de conformidad con la 

normativa específica. 

La necesidad de armonizar las exigencias de la eficacia en la 

cooperación con la falta de vinculación directa de los acuerdos 

de los órganos colegiados, puede lograrse, a lo sumo, siguiendo 

la opinión del profesor La - Pergola, con la atribución a estos 

organismos del carácter de órganos consultivos interregionales, 
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que emiten informes vinculantes. A través de esta fórmula se 

lograría satisfacer los requisitos de igualdad y colegialidad, 

que inspiran toda cooperación entre Regiones. 

3) UTILIZACIÓN DE ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS DE OTRAS REGIONES Y 

CREACIÓN DE UN ÓRGANO COMON.- Entre las fórmulas posibles de 

gestionar la cooperación interregional, se encuentra la de 

utilización de un oficio, anteriormente pertenecientes en excl~ 

siva a una Región o la creación de uno nuevo. Gizzi señala al 

respecto, que "el oficio comGn da vida a una modalidad organiz~ 

toria de tipo burocrático en posición de codependencia funcional, 

en relación con las Regiones interesadas, las cuales ponen jun­

tas medios personales, materiales, financieros y técnicos necesa 

rios". La técnica señalada tiene su origen en el artículo 118 de 

la Constitución italiana, que establecía como medio normal del 

ejercicio de las funciones administrativas regionales, la dele­

gación de las mismas a las entidades locales o la utilización de 

los órganos de estas Gltimas, si bien la aplicación de la figura 

es más frecuente en el ámbito de la colaboración Estado-Región, 

también puede aparecer en supuestos de cooperación interregional 

motivada por : 

1) La preexistencia de estructuras interregionales al proceso de 

transferencia a las Regiones, que en la práctica constituyen 

condiciones de eficacia de la transferencia de funciones . 

2) La dimensión ultra regional del interés y de la función a rea 

!izar. 

3) La eficacia directa o refleja de la actividad de una Región 

en el ámbito de las otras. 

Lo que conduce a diversas modalidades organizativas del fenómeno, 

que a continuación examino. 

En primer lugar, y en el supuesto de que la cooperación interre­

gional tenga por objeto la regulación de los efectos de la acti­

vidad de una Región sobre otras, no es necesario crear un nuevo 

órgano, sino que sería suficiente la integración en el órgano de 
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la Región, que produce efectos en otras representantes de éstas, 

que participen en la administración del mismo y en la adopción 

de las decisiones fundamentales, obligándose, como contraprest~ 

ción, las Regiones que participan en el órgano de otra, a con­

tribuir al mantenimiento financiero del mismo, en proporción a 

los beneficios que obtenga. Esta fórmula presenta alguna dificul 

tad dada la esencial igualdad de las Regiones actuantes, a la 

que puede repugnar la situación preeminente que de 6a~to ocupa 

una de ellas. 

En segundo lugar, y para los supuestos en que existe un interés 

suprarregional o preexistiera a la transferencia a las Regiones 

un órgano con competencia en el territorio de diversas Regiones 

y con el fin de mantener la paridad, tanto jurídica como de 6a~­

to, de los contratantes, deja a cada uno de ellos el poder de r~ 

gular el órgano común mediante una ley regional que transforme 

el acuerdo creador del mismo en derecho interno. En este sentido 

se manifiesta lo dispuesto por el a~tículo 73 del Decreto 616, 

una de las pocas normas que se refieren a la regulación de los 

acuerdos interregionales. El riesgo de esta postura se deriva de 

la posible pérdida del carácter "unitario" del organismo común, 

que sólo se lograría si el contenido de todas las leyes de inte­

riorización fuera idéntico, lo que es muy difícil si tenemos en 

cuenta la imposibilidad de que el acuerdo interregional contem­

ple todos los posibles eventos ante los que se puede encontrar 

el órgano en común. 

Para solucionar el problema con la creación de un órgano común 

interregional, cabe hipotizar la posibilidad de que actúen por 

turno órganos pertenecientes a cada una de las Regiones, con 

lo que, al menos, los terceros afectados por la actividad común, 

sabrían a quién dirigirse y cuál es el derecho aplicable; por 

otro lado, el hecho de que existiera una sucesión en la acción 

interregional, que asume los derechos y deberes de la actuación 

anterior, obligaría a adoptar las fórmulas más adecuadas para 

lograr la coordinación entre los diversos agentes. Sin embargo, 

la fórmula presenta el defecto de ser útil sólo para activida-
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des que se realizan esporádicamente, como son las consultivas 

y de control, pero no las propias de la Administración activa. 

Otra objeción que se puede hacer a la actuación "rot~tiva'' de 

órganos de diversas Regiones, es la derivada qe que su eficacia 

es mayor en la fase inicial de la actuación regional, que en 

una fase posterior, en la que cada Región pretenda desarrollar 

de forma plena las funciones conferidas. Natu ra lmente, esta Gl­

tima objeción se refiere a la existencia, previa a la transfere~ 

cia a las Regiones, de un órgano estatal de competencia superio r 

auna Región. 

4) EL CONSORCIO INTERREGIONAL.- Una de l~s fórmulas de organiza -

ción de la cooperación interregional, la constituye el esta­

blecimiento de un consorcio. Esta posibilidad ha sido recogida 

en varios Estatutos, entre ellos el de Emilia-Romagna (artículos 

7-18). El consorcio en derecho italiano es una figura d el género 

asociativo, constituída por una unión de sujetos para la resolu­

ción de asuntos que interesan en i gual o distinta manera a cada 

uno de ellos, y que podr ían o debieran solucionar singularmente . 

Si bien, el ordenamiento italiano reconoce o impone la unión co~ 

sorcial de personas jurídico pGblicas o privadas para la satis­

facción de intereses comunes, dado gue examinamos en estas pág i­

nas el consorcio entre Regiones, consideramos que sólo cabe uti­

lizar, por vía an~lógica a las reg ionales, las normas relativas 

a consorcios entre entes pGblicos y , fundamentalmente, las refe­

rentes a consorcios entre en tes locales. 

Sin embargo, es muy significativa la opinión de La Pergola de 

que "el esquema del consorcio entre los entes locales, al que es 

tamos acostumbrados en Italia, no vale a los fines de la cooper~ 

ción interregional y debiera ser rechazado de plano. Ya en los 

trabajos preparatorios del estatuto emiliano se dijo que adopta­

mos la palabra consorcio porque, de otra manera, no nos entende­

ríamos, pero no podemos adoptar la téc n ica del consorcio munici­

pal o provincial". Sin embargo, la ausencia de normativa propia 

nos obliga a la utilización analógica de aquélla. 
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Por tanto, en cuanto a la constitución de los consorcios, consi 

dero aplicable a las Regiones las no~mas y principios que insp~ 

ran la de los locales de carácter voluntario, excluyendo todo 

lo relativo a la tutela que sobre los entes locales de ejerce, 

y añadiendo la necesidad de que el pacto organizativo interregi~ 

nal sea interiorizado a través de los procedimientos que estudi~ 

remos en otro lugar. El consorcio interregional se rige por las 

normas de su estatuto, en el que se deben contener el fin del 

consorcio Yr en su caso, su duración, sus órganos y atribuciones, 

la participación de los entes que lo constituyen, que en opinión 

de Giovanelli y Calandra, púeden ser, además de las Regiones, 

otros entes públicos y privados, la sede del consorcio y cual ­

quier norma oportuna para su funcionamiento. 

La Administración del consorcio corresponde a los siguientes ór­

ganos: la Asamblea, el Consejo Directivo, el Presidente. El órg~ 

no deliberativo y de competencia general es la Asamblea, compue~ 

ta por representantes de las Regiones; los otros dos órganos con 

funciones ejecutivas (Consejo Directivo) y representativas (Pre­

sidente), son designados por los componentes de la Asamblea. La 

~inanciación del consorcio se efectúa por las Regiones integran­

tes en proporción directa con los intereses detentados en e l f un 

cionamiento del consorcio. Como criterio de determinación del in 

terés de las Regiones integrantes, en caso de que no ex ista un 

acuerdo previo en la fijación del mismo, se puede utilizar el de 

la población afectada en cada Región po r el conso rcio y e l volu­

men de su actividad jurídica, técnica o económica desarrollada 

en el territorio de cada uno de los integrantes. 

5) LOS ENTES PÚBLICOS INTERREGIONALES.- Cada vez es m&s frecuen­

te, en los entes territoriales, e l recurso a la utilización 

de fórmulas organizativas, dotadas de personalidad jurídica, 

cuyo fin es el cumplimiento de funciones y actividades sing u­

lares, correspondientes al ente fundador. La doctrina italia­

na los clasifica en entes autárquicos y auxiliares, atendiendo 

a la amplitud d e facultades de que disponen para el cum p limi e~ 
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to de su fin específico, siendo los segundos, en realidad, ór­

ganos del titular dotados de personalidad jurídica, constituye~ 

do una simple técnica de articulación de la propia organización. 

El fenómeno señalado ha sido trasladado al campo regional tenie~ 

do reconocimiento expreso en los estatutos de la casi totalidad 

de las Regiones. La doctrina encuentra argumentos, tanto const~ 

tucionales como fácticos, para justificar la existencia de entes· 

instrumentales regionales. Constitucionalmente se señala la atri 

bución a las Regiones de competencia en el artículo 117, en ''la 

organización de las oficinas públicas y de las entidades adminis 

trativas dependientes de las Regiones". Entre los argumentos d~ 

ducidos de las necesidades fácticas, se señalan: las exigencias 

de aquellas actividades que requieren instrumentos organizativos 

fuertemente especializados y dotados de la necesaria agilidad de 

acción, y las derivadas del ámbito de actividad que supera el re 

gional o munici pa l, no siendo conveniente, ni posible, el esta­

blecimiento de un consorcio entre los entes locales afectados 

para que la desarrollen. Los entes públicos regionales están en 

marcados por límites materiales y territoriales. 

Los entes públicos interregionales tienen su fundamento en la 

posibilidad de que las Regiones, individualmente, puedan const~ 

tuirlos en el ámbito propio de su competencia material. Caso de 

q ue no se reconociera a las Regiones el recurso a este medio or 

ganizativc , no sería admisible 0ue pudieran efectuar conjunta­

mente lo q ue no pueden hacer individualmente; aceptar lo contr~ 

rio sería irrazonable, dado el carácter más complejo y problem~ 

tico de la creación de una entidad interregional. También e l lí 

mite material de esta fórmula de cooperación horizontal está en 

función de las competencias reg i o nal e s por la razón antes expues 

ta. 

El fin de la cooperación interreg ional es, fundamentalmente, la 

a lteración o superación del ámbito territorial de actuación pr~ 

p i o de las Reg i ones singulares, lo que puede ocurrir a iniciati 

va de las Regiones, o como consecuencia del proceso de transfe­

rencia del Estado a las sinn,ulares Regiones de entes estatales 
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que extiendan su ámbito de competencia a varias Regiones. 

Cuando el establecimiento de un ente interregional es producto 

de la libre voluntad de las Regiones, se puede articular de va 

rias maneras: 

1) A través de la constitución de un ente interregional, fija~ 

do en su Estatuto, fruto de un acuerdo, todos los elementos 

de su organización y funcionamiento (competencias, sedes, 

órganos, designación de sus miembros, relaciones con las re 

giones singulares, formas de control, potestad de dirección 

regional y formas que ado pta, etc.), acuerdo que deberá ser 

objeto de un proceso de integración en el ordenamiento de 

cada una de las Regiones. Otro de los elementos básicos del 

Estatuto lo constituye l a determinación de los medios juríd~ 

cos que debe utilizar (derecho público-derecho privado) y en 

el primero de los supuestos señalados, e l establecimiento 

con las Regiones de los medios jurídicos para hacer posible 

la ejecutividad de sus actos. 

2) Otra fórmula de obtener que un ente instrumental actúe en e l 

territorio de varias Regiones, es el reconocimiento de efec­

tos jurídicos de los actos de un ente regional por o tras Re­

giones. A tal efecto, podrían integrarse en sus órganos, da­

do el carácter colegial de los que adoptan las decisiones 

más importantes, representantes de las otras Regiones, con 

lo que en la práctica se produciría una transformación de un 

ente regional en interregional. Lo que tiene el efecto de su 

perar la principal objeción que se hace a la figura: la de 

la incidencia de la Región "madre" en otras Regiones. 

También la constitución de un ente suprarregional ha sido cons~ 

cuencia de las especiales características del proceso de trans­

ferencia de competencias estatales a las Regiones. Efectivamen­

te, en e l supuesto de que un ente paraestatal extendiera su co~ 

petencia a l territorio de varias Regiones, una de las soluciones 

más cómodas la constituye la creación de un ente común a todas 
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ellas, al que se produce la transferencia estatal. Esta fórmu 

la, que se ha empleado para los Institutos Zooprof ilácticos, 

presenta la ventaja de utilizar este mecanismo en el proceso 

de transferencia, que se demuestra con la simple enunciación 

de la alterativa: dividir el Instituto entre las Regiones in­

tegrantes, con lo que se puede romper la dimensión necesaria 

para alcanzar la óptima eficacia. Las consecuencias negativas, 

en el caso de adoptar esta segunda solución, no se subsanarían 

con la posterior creación de un concierto entre los entes pú­

blicos resultantes de la división en Regiones. 

De lo dicho, creo conveniente resaltar dos conclusiones. La 

primera es la admisibilidad jurídica del ente público interre­

gional, no sólo como consecuencia de la amplia libertad de fórm~ 

las cooperativas a las que da lugar el artículo 8 del Decreto 

616/77, sino también de la facultad de que cada Región pueda,i~ 

dividualmente, en el ámbito de su competencia, constituirlo. La 

segunda consecuencia es que la entificación de un organismo su­

prarregional supera el campo de la competencia legislativa de 

las Regiones ut~ ~~ng ula e , ya que se trata de atribuir subjeti­

vidad pública a un operador contemporáneamente dirigido a la ac 

tuación interna y externa al territorio de cada Región. 

6) LAS SOCIEDADES INTERREGIONALES.- Este instrumento de colabora 

ción entre Regiones ha sido recogido en diversos Estatutos or 

dinarios, como los de Liguria (artículo 61), Emilia-Romagna (a~ 

tículos 7 y 18), Calabria (artículo 69). Su estµdio lo realiza­

remos a través de una visión panorámica de las cuestiones que 

suscitan las sociedades reg ionales, a las que prestan una mayor 

atención los diversos Estatutos regionales (4). Debemos desta-

(4) Arts. y y 72 Estatuto Piamonte; arts. 6, nº 8-9; 21, nº 10 
y 48, 4 Lombardía; art. 9, g y 50, 1 Estatuto Veneto; arts. 
17, nº 8-10 y 61 Liguria; arts. 7 (10-11), 24 (4) y 62 de 
Emilia-Romagna; art. 57,4 y 59 Toscana; art. 13 Umbría; art. 
21 (15), 25 (9-52), apart. 5° y 6° Marca; arts. 6, nº 13, 
22.9, 53 y apart. 2 del Lazio; arts. 6, g y 49.3 Molise; 
arts. 15,20 (13-14), arts. 15, 20 (13-14), art. 69,4 Campa­
nia; art. 27-o Puglie; art. 11 (14-16), 58, c, 3 y 59, 2 
Basilicata; art. 12 Abruzzo; art. 69,3 y 70, a Calabria. 
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car que en la normativa reguladora se distinguen básicamente 

dos tipos de sociedades regionales: las anónimas y las finan­

cieras (5). La exposición de esta forma de cooperación interre 

gional la haremos sefialando los aspectos más d~stacables de la 

regulación de las sociedades regionales para trasladarlos al ám 

bito interreg ional. 

La configuración de la Región como ente de desarrollo del pro p i o 

territorio explica la necesidad de su intervención en el campo 

de la economía, intervención q u e , según Gizzi, se centra funda­

mentalmente en los siguientes puntos : 

1) Como centro empresarial que promueve y gestiona directamente 

actividades industriales; 

2) como instrumento de intervención en el campo de la infraes­

tructura y ordenación territorial; 

3) como mediode promoción y de desarrollo, por el que estimular 

a los empresarios, aportando capital que asume grandes ries­

gos; 

4) la entidad de salvación a través de la aportación de nuevos 

capitales y capacidad productiva a empresas en crisis. 

La forma de creación de las sociedad regionales exigida por los 

diversos Estatutos es la ley. La exigencia de un acto de tal ra~ 

go ha sido asumida, incluso, en Regiones en las que no se cont~ 

nía dicha exigencia formal estatutaria, como ha sucedido en la 

Umbría, al constituirse una sociedad financiera, que, además, se 

ha puesto bajo el control del Consejo Regional. Otra exigencia 

común ~ muchos de los Estatutos es la de que la mayoría del ca­

pital social corresponda a las Regiones (por ejemplo, artículo 

61,1, Liguria; artículo 53,2, del Lazio; artículo 12, Abruzzi; 

artículo 69, Calabria). A veces , la mayoría puede ser dividida 

(5) Se refieren expresamente a las sociedades financieras los 
Estatutos: Abruzzo, n º 12; Calabria, art. 69; Basilicata, 
art . 58; Campania, art . 15; Lazio, art. 53; Ligúria, art . 
61; Marca, art . 52. 
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con otros entes locales (artículo 58, 3, Basilicata; 57, 3, To~ 

cana), dado que el desarrollo de la acción regional corresponde 

a las provincias, municipios u otros entes locales, que partic~ 

pan en la mayoría. En las Regiones en las que falta una expresa 

exigencia de participación mayoritaria, en opinión de Clarizia, 

no se debe exigir ésta siempre que el fin perseguido, ostentar 

el control de la entidad, pueda ser alcanzado por otros medios. 

No consta en algunos Estatutos o leyes constitutivas de socie­

dades la exigencia de que la mayor aportación regional se man­

tenga durante la existencia de las mismas. 

Estas previsiones legislativas y estatutarias permanecen extr~ 

ñas a la sociedad, y no comportan ninguna influencia en la es­

tructura de la sociedad regional. 

En cuanto al control y dirección de la sociedad regional, es no 

torio el reforzamiento que tanto los Estatutos regionales como 

las normas legales constitutivas, hacen del papel del Consejo 

Regional, l o que difiere notoriamente de las sociedades estata­

les, al corresponderle en éstas un papel mu y importante al Con­

sejo de Ministros, órgano al que prácticamente le corresponde 

garantizar la instrumentalidad polític~-administrativa de las 

sociedades estatales. Esta situación de potenciación del Cons~ 

jo no es la seguida en los Estatutos especiales, en los que se 

adopta una interpretación más rígida del principio de división 

de poderes, semejante a la que predomina en el Estado. 

El control se efectúa a través de medios muy sutiles, especia! 

mente, con el nombramiento de los representantes regionales en 

los órganos sociales. Las mismas normas estatutarias suelen obl i 

gar al Consejo Regional a la designación de representantes de 

la minoría, con el fin de que se pueda oir de forma directa su 

opinión en los asuntos de ordinaria gestión , y no sólo en los 

actos. en los que interviene el Consejo, por ejemplo, aprobación 

de presupuestos y control de los mismos. Además del nombramien­

to de los consejeros sociales, el Consejo Regional hace una va-
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loración conjunta de la actuación de la entidad, a través del 

examen de los resultados de la gestión y de sus actos más im­

portantes . Se establece de este modo, como señala Cataldi, un 

control de tipo gestional moderno y adecuado a la estructura 

y naturaleza de los entes productores de bienes y servicios. 

Las Regiones no sólo pueden constituir sociedades que adopten 

la forma de anónimas (o por acciones) , sino que pueden crear 

sociedades anómalas, según lo que establece el Código Civil p~ 

ra la satisfacción de fines distintos de una actividad comer­

cial o de reparto de beneficios. El Tribunal Constitucional ha 

consagrado esta opinión en su sentencia nº 70, de 1970, en la 

que reconoce la competencia del Presidente de la Junta Regional 

de crear una sociedad náutica con fines exclusivamente deporti­

vos. 

Tod0 lo dicho en relación con las sociedades regionales (tipos, 

actividad, estructura, control, etc.) es de aplicación a las 

interregionales,a las que Clarizia considera la forma más ade­

cuada de cooperación interregional. Al respecto señala que un 

medio auxiliar de control, acumulable a los anteriormente indi 

cados, es la atribución a la entidad de una concesión adminis­

trativa; en tal caso, la posición de la Región es garantizada 

por los mecanismos conexos a la concesión, como son: el poder 

de vigilancia, la revocación, las sanciones, el rescate, lamo 

dificación unilateral, etc. 
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E.- El procedimiento de formación de los acuerdos regionales.-
' El procedimiento de formación de los acuerdos interregion~ 

les va a ser examinado,de conformidad con la analogía señalada, 

entre tratados internacionales y convenios interregionales. La 

celebración de estos acuerdos comporta, en principio, dos eta­

pas distintas: en primer lugar, la elaboración material del mi~ 

mo (negociación, adopción y autentificación del texto) y, en 

segundo lugar, la expresión ·del consentimiento de la Región en 

obligarse. Eventualmente ambas etapas pueden culminar en un mis 

mo momento, de modo que un mismo acto formal constituya, al pr~ 

pio tiempo, la adopción del texto c onvenido y la expresión del 

consentimiento en obligarse. 

Características de las Regiones de régimen común, en oposición 

a las de Estatuto especial, es la no toria prevalencia del Conse 

jo sobre la Junta , en cuanto a la negociación y adopción; la si 

tuación descrita sobre el reparto d e poder entre los órganos re 

gionales, se concreta en el protagonismo del Consejo, sin excluir 

la competencia de iniciativa legislativa de la Junta, como órga­

no de competencia general en la materia e, incluso, en opinión 

de algún autor, del Gobierno para promover o recomendar acuerdos 

interregionales, y el recon oc imiento, constitucionalmente reali­

zado, del Presidente de la Junta como representante regional. 

La naturaleza y funciones de la Junta Regional limitan consider~ 

blemente el ámbito en el que se permite un acuerdo administrati­

vo ("executive agreements"), que se reduce a la ejecución de un 

programa más amplio, que haya establecido previamente el Consejo, 

por lo que la Junta, tanto el Presidente como los singulares con 

sejeros, carecen de facultades discrecionales, limitándose a la 

materialización de un acto cuyo contenido está predeterminado por 

un acto de carácter global del Consejo. 

Las diversas formas de modificación de la eficacia vinculante del 

convenio (según el Convenio de Viena sobre tratados internaciona­

les, son: la enmienda, modificación, nulidad, terminación, retiro) 
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debe realizarse por el mismo procedimiento a través , del cual 

fue aprobado. Domenichelli, en relación con los Institutos 

Zooprofilácticos en Italia, ha se5alado que ~la ley unilate­

ral de modificación valdría como denuncia del acuerdo previ~ 

mente estipulado, pero nunca como fuente autónoma de una dis­

tinta regulación de los Instituto~·. 

F.- Integración del acuerdo interregional en el Derecho regio-

nal. - Del mismo modo que sucede en el Derecho internacional, 

no basta la celebración del convenio para la producción de sus 

efectos en el interior de la Región, sino que su aplicación por 

las autoridades y funcionarios exige el cumplimiento de distin­

tos requisitos, según se trate de un acuerdo celebrado en el 

ámbito de competencias del Consejo, o un simple acuerdo ejecut~ 

vo . En el primer supuesto, se exige la emisión de una ley regi~ 

nal, bastando un acto administrativo en el segundo de los supue~ 

tos. 

La exigencia de un acto de integración de los acuerdos interre­

gionales se debe a la ausencia en el sistema de fuentes de un 

mecanismo que permita de forma directa e institucionalizada, el 

ejercicio de la potestad legislativa, y en su caso, de la admi­

nistrativa, por ente distinto de las Regiones. Además, los con­

troles de la actividad legislativa y administrativa están monta 

dos únicamente sobre la actividad regional, lo que obliga a la 

traducción del contenido de los acuerdos interregionales a este 

tipo de actos. 

Los órganos regionales obligados por los convenios interregion~ 

les válidamente celebrados están en directa relación con el ti­

po de convenio. Si se ha celebrado un acuerdo en materia de com 

petencia del órgano legislativo regional, está obligada la in­

tegridad del aparato organizativo regional al cumplimiento, en 

la parte que le corresponda, de su contenido. Con relación a 

los acuerdos administrativos, algunos autores consideran que. 

éstos sólo vinculan a los ejecutivos regionales, por l o que qu~ 
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da libre el legislativo para establecer una norma que incluso 

pueda contradecirlo y dejarlo sin efecto. Esta solución ha s~ 

do adecuadamente matizada en el análisis que efectúa Greywe­

Leymarie de la cooperación en la República Federal Alemana, 

destacando que, si bien una ley regional contraria a un acuer 

do administrativo puede ser válida, en cuanto conforme a la 

Constitución, su producción constituye una violación del acuer 

do determinante de la responsabilidad del ente regional. 

Tema de gran interés l o constituye el análisis de l o que en De 

recho internacional se denomina "derecho derivado", entendien­

do por tal las resoluciones obligatorias adoptadas por los or ­

ganismos internacionales creados en virtud de un tra tado de es 

ta naturaleza. 

G.- Mecanismos primarios para garantizar el cumplimiento de los 

convenios interregiona l es y recursos contra los mismos.­

La doctrina reductora del contenido jurídico del acuerdo inte~ 

regional, refuerza la necesidad de establecer los mecanismos 

adecuados para garantizar a las partes e l cumplimiento del 

acuerdo, así como a los terceros los medios de evitar efectos 

desfavorables. Procedo a individua lizar l os posibles instrume~ 

tos técnicos garantizadores del cumplimiento interpartes, di~ 

tingu iendo si se actúan por los mismos afectados (auto tutela) 

o requieren la participac i ón de una instancia neutral (hetero­

tutela) , pa ra terminar con el análisis de la protección de 

terceros (Estado, otras Regiones y administrados) , frente a 

los posibles efectos nocivos a sus intereses. 

Los instrumentos de auto tute la, que pueden emplear l o s inte r­

vinientes en un acuerdo interregiona l, están en función bási c~ 

mente del carácter sinalagmático del mismo. Frecuente es l a 

inclusión en el acto de integración del acuerdo de la condi ­

ción suspensiva de la eficacia del mismo , hasta que , por l a 
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contraparte, se dé efectivo cumplimiento o la inserción de 

una condición resolutiva, con eficacia excepcionalmente ex 

nunc, en el sentido de que la Región considere mantener en vi 

gor el contenido del pacto sólo hasta el momento en que la 

otra parte lo cumpla. El mecanismo de protección señalado su­

pone la inclusión expresa del mismo, bien en el acuerdo, bien 

en el acto de materialización del mismo. 

Algún autor, con fundamento en el carácter sinalagmático del 

convenio interregional, cree aplicable, sin necesidad de su 

inclusión expresa, la e xc eptio non adimpl eti c o nt~actu6 , esto 

es, que cada parte puede rehusar o rechazar el cumplimiento de 

la obligación prevista a su cargo, mientras la otra parte no 

cumpla la suya . 

La aplicación de la regla señalada , que considero esencialmen­

te admisible, exige la adecuada matización de la misma en co­

nexión con el contenido del acuerdo. No hay ningún problema de 

aplicación de la misma cuando en el acuerdo prevalezca la rec~ 

procidad de las obligaciones asumidas por las partes, o del 

tratamiento unitario de ios ciudadanos en cada una de ellas. 

Sin embargo, en los acuerdos organizativos, especialmente los 

constitutivos de una estructura común, en los que los aspectos 

cooperativos superan los sinalagmáticos, l a posibi lidad de su~ 

pender a uno de los pactantes el cumplimiento de sus obligaci~ 

nes no le garantiza una satisfacción adecuada sino que, normal 

mente, puede poner en grave riesgo la satisfacción del interés 

común, produciendo efectos reflejos negativos para el que ale­

ga la excepción de incumplimiento. 

Dada la insatisfacción a la que conduce el uso de l a regla i na 

dempl enti "ºn e6t adi empl endum, en los supuestos en que .el 

acuerdo interregional tenga reflejos organizativos, procede la 

aplicación de otros instrumentos técnicos, como puede ser la 

determinación por los sujetos que componen la organización in-
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terregional, en base al acuerdo de la obligación de efectuar 

ciertas contribuciones a la misma por parte de la Región que 

no cumple sus obligaciones e, incluso, la determinación de 

sanciones. 

Cuestión a estudiar es la posible aplicación de la llamada 

cláusula hebua aic atantibua a los acuerdos interregionales, 

esto es, la determinación de los efectos que produce en dichos 

acuerdos la modificación de las circunstancias tenidas en cuen 

ta a la hora de su celebración. El análisis de la cláusula he ­

bua aic atantibua ha sido especialmente efectuado por los estu 

diosos del Derecho internacional, habiéndola recogido el Conve 

nio de Viena sobre Derecho de los Tratados, como una de las 

causas de su modificación o extinción. Sin embargo, la trasla­

ción del ámbito internacional al regional de la citada cláusula 

exige importantes modificaciones, debido a que en este último 

plano debemos tener en cuenta que, además de los intereses de 

la propia Región, hay que considerar la existencia de los de 

una comunidad nacional más amplia y la ausencia de la nota de 

soberanía en los pactantes, además de la existencia de normas 

inferidas de la Constitución y determinantes de la obligación 

de que las Regiones se comporten según las reglas del buen ve­

cino y siempre de acuerdo con los principios de solidaridad y 

de recíproca colaboración. 

De la caracterización efectuada se deduce que la aplicación de 

la cláusula hebua aic atantibua al ámbito de los convenios in­

terregionales exige la prueba suficiente de una modificación 

importante de las circunstancias tenidas en cuenta en el momen 

to de establecer el acuerdo. 

La ausencia de una normativa reguladora de la cooperación inte~ 

regional tiene consecuencias mucho más graves a la hora de de­

terminar los medios de heterotutela de estas convenciones. Esta 

laguna normativa ha sido utilizada por D'Orazio a la hora de ca 
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racterizar la naturaleza jurídica de los acuerdos prelegisla­

tivos entre Regiones como carentes de efectos jurídico s y p r~ 

ductores Gnicamente de consecuencias políticas y fácticas, 

lo que explica que el Estado renuncie a cualquier tipo de con­

trol sobre esta forma de cooperación interregional, efectuando 

Gnicamente, el análisis de la re gularidad de las disposiciones 

legislativas que en él tienen su fundamento. 

El silencio normativo señalado tiene efectos mucho más graves 

ante la imposibilidad de aplicar l os diversos me canismos cons ­

titucionales de control de la actividad de l a s Regiones . 

Para Rizza, el fin natural de l as controversias referentes a 

acuerdos interregionales lo constituye la Corte Constitucional, 

dado que, segGn el artículo 134 de la Constitución, este órga­

no juzga "los conflictos de a tribuciones ... que surgen entre e l 

Estado y las Regiones, así como l o s de las Regiones entre sí". 

Sin embargo, la aceptación de este instrumento para exigir el 

cumplimiento de un acuerdo interreg i ona l presenta no pocas di ­

ficultades. En primer luga r, la hipotética ac tuación de la Cor­

te Constitucional se centra en l os vicios de lega lidad y , más 

específicamente, en l a violación de una norma constitucional 

de competencia, por lo que su utilidad es muy reducida. En se ­

gundo lugar, es dudosa la posibi lidad de q ue el incumplimiento 

del convenio genere una lesión de competencia ; lo ló g ico es 0 ue 

ésta tenga su origen en actos regionales de actuación del mismo, 

y, en este caso, el objeto del recurso a l a Corte Constituciona l 

no lo sería el acuerdo interreg i onal, sino un ac t o de ejecución 

del mismo . 

Los argumentos señalados man ifiestan clarament e la ausencia de 

cualquier instanci a encargada de la heterotutela de los c onve ­

nios interregio nales; su inclusión en el ordenami ento jurídico 

italiano exigiría una modificación de l a Constitución . 
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Los convenios interregionales pueden tener efectos negativos, 

tanto para el Estado como para terceras Regiones, y particul~ 

res. El Estado, tal vez, en aplicación de una política res­

trictiva de la autonomía normativa regional, ha reenviado de 

forma continuada prácticamente la totalidad de las leyes que 

recogían convenios interregiona les. 

La necesidad de interiorización de los acuerdos interregiona­

les, esto es, su traducción a actos atribuibles a órganos re­

gionales, deja ~ntactas l as ga rantías jurídicas de los adminis 

trados para reaccionar contra los mismos. Sin embargo, puede 

plantear prob lemas la constitución de entes públicos o priva­

dos interreg ionales en cuanto inducen a confusión de los afee 

tados por los mismos. Para evitar estos efectos negativos de 

la cooperación entre Regiones, Gerbi propone para los casos 

en que se constituye un ente púb lico interregional, la equipa­

ración de los actos administrat ivos por ellos producidos a 

los de directa emanación regional, e ntendiendo, a efectos de 

control, l a expresión "actos administrativos de la Región'' 

del artículo 125 de la Constitución, como comprensiva de los 

actos emanados de los sujetos púb licos de ellas dependientes. 

Lo que no es admisible, como advierte La Pergola, es que, me­

diante la colaboración, se produzcan efectos contrarios a las 

no rmas consti tuciona l es y , por tanto, una reducción de las g~ 

rantías de los administrados. 
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II. LA COOnERACION \'!:RTICAL. 

La cooperación vertical entre Estado y Regiones tiene su 

fundamento en la imposibilidad de una separación tajante de 

competencias, que es negada por las posturas extremas defen­

soras, o bien de la exclusividad de las competencias admini~ 

trativas regionales, o . bien, de la inclusión de las mismas en 

la órbita del Estado en el caso de 0ue superen mínimo el ámbi­

to del interés regional. 

La individualización de las técnicas de colahoración vertical 

es difícil, por lo que p roc e do al análisis de mecanismo s mu y 

diversos, 0ue presentan como dato comGn la participación en 

una decisión (bien sea a través de la constitución de órganos 

colegiales, o de una participación en procedimientos adminis­

trativos) o la actuación por parte de un ente de competencias 

de otro (como puede ser la delegación o los supuestos .de code­

pendencia), consciente de la falta de unidad del fenómeno exa­

minado y de la plena admisibilidad de otras posturas, que in­

cluirían en el ámbito de la colaboración otras figuras, o que 

excluirían algunas de las estudiadas. 

A) LA COLABORACION ow~J\ . NICA. ·- La colaboración orgánica consti-

tuye la nota más sobresaliente de la trans!ormación del con 

junto de las relaciones Estado-Regiones de su ori9en, con fun­

damento en un modelo garantista y separatista, a la situación 

actual, presidida por ua fuerte tendencia a la p lasmación de 

un modelo cooperativo e integrado. 

Desde que las Regiones de Estatuto ordinario han comenzado a 

funcionar, se ha producido un auténtico aluvión de fórmulas 
- · ' 

encaminadas al establecimiento en los campos más diversos v 

con las finalidades más variaas de órganos colegiales nuevos, 

en cuyo seno se integran conjuntamente representantes estata­

les y regionales, y , en el supuesto de oue y a existiera un c~ 

legio gestor de intereses regionales o estatales, se han efec 
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tuado las oportunas mod ificaciones pa ra completar con ren r e ­

sentantes de la ot ra es fera de actuación s u composición. 

El e levado número de órganos colegiado s con par ticipac ión de l 

Estado y las Reg iones da or i gen ~ la pos ibilidad de exponer 

e l panor a ma genera l d e los mismos, de acuerdo con un a gran v~ 

ri edad de criterios; de t odos ellos, dado e l carácter de es t as 

pág inas, únicamente el del ti po y la consistencia de la r epre­

s en tación regional, que pued e adoptar las siauientes forma s : 

a) Presencia en eJ ó rnano colegiado d e todas l as Pegiones , 

con un representante prop io designado en vía directa. 

Consejo Naciona l pa r a Bienes Culturales, Comité para la 

Edificación Residencial y Consejo Sanitario Nacional. 

b) 0 resenc ia en e l órgano co l eg i a l de l a Regió11 o Regiones 

intere s adas a través de sus r epresentantes . Esta fó r mul a 

de participación tiene un acusado as pec t o de sustit ución 

de la fase procedimental de audiencia del interesado, por 

su inclusión en un órgano coleg i ado de funciones de carác 

ter decisorio, o que emite informes vincu l antes. Est e tipo 

de r epresen t ac ión se establece , por e 1emplo en: 

- la T.ev de 30 de ahril . de 1976, n º 374 , re l a ti va a las me 

d i das de fom en to para la unión de empresas peg u e~a s v me 

d i anas , y e n 

- la Ley de 1 2 de agosto dP. 1977, n º 675 , q ue r egu l a las 

ayudas financieras a las indu s trias, cuvos programas PCO 

nómicos se armonizan con las directrices de política in 

dustrial. 

c) Prese ncia en el 6rgano colegial de representantes region~ 

l es, o de experto s de r epresentac i ón r egional , nloha l~ on ­

t e considerada , en núm ero limit ado , oue adonta div e rsas 

formas: 
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la designación de un nfimero limitado de representantes re 

gionales por la Comisión Interregional; 

- la propuesta de un conjunto de nombres por cada una de las 

Regiones, designando el Ministerio competente aquéllos aue 

serán los portavoces de los intereses regionales; 

- la designación de expertos, etc. 

En el supuesto de gue corresponda a la Comisión Interreqional 

la designación, nos encontramos ante una representación de s~ 

gundo grado, siendo más débil la capacidad representativa de 

los elegidos por los Ministerios de entre una relación ofrecí 

da por las Regiones. Los efe~tos seijalados se multiplican, en 

el supuesto de que los propuestos por los órganos regionales 

deban ostentar una cualificación determinada por norma estatal 

Entre los colegios, debemos destacar la Comisión Interrenio­

nal. La primera Comisión Interreqional fue instituída, antic! 

pándose a la institución de las Regiones de Estatuto ordina­

rio, por la Ley de 27 de febrero de 1967, nº 48, que estable­

cía las bases orgánicas de la planificación del desarrollo, 

centradas en el Comité Interministerial para la Programación 

Económica (CIPE) , Ministro del Presupuesto v 0 rogramación Ec~ 

nómica, y la Comisión Interregional, que, presidida por el M! 

nistro del Presupuesto, estaba integrada por los Presidentes 

de las .Tuntas ·Regionales y los de las Drovincias autónomas. 

Dicha Comisión, oue tenía atribuída por su norma creadora, 

la función de "examinar los problemas que }fectan a las Regi~ 

nes en materia de prooramación", no realizó en la práctica 

sus funcion~s. dada la inaplicación de la Ley de 27 de julio 

de 1967, nº 685, que aprohaba el Plan económico nacional para 

el quinquenio 1966-1970. 

La Ley de 16 de mayo de 1970, nº 281, establece una segunda 

Comisión Interregional, compuesta por los ºresidentes de las 

.•untas Regionales, con la competencia de determinar los crite 
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rios de reparto de los fondos para la financiación de los 

programas regionales de desarrollo y de las aportaciones es ­

peciales establecidas en la misma Ley para las Reoiones del 

Mediodía. De hecho, ambas Comisiones se han fundido en la mi~ 

ma estructura, teniendo sede en el Ministerio del 0 resupuesto 

v dotada de una Secretaría, corno órgano auxiliar técnico-adro~ 

nistrativo . A las funciones se~aladas háy que añadir las que 

numerosas leves le atribuyen y que, fundamentalmente , se cen­

tran en la emisión de informes u opi niones sobre asuntos que 

debe resolver el r,obierno y que afectan los intereses de las 

Regiones. Además, se debe reseñar aue el lec¡·islador viene ut~ 

!izando de forma continuada la Comisión Interregional como 

instancia representativa del conjunto de las Regiones a la ho 

ra de designar representantes que se integren en los órganos 

colegiados estatales de carácter sectorial . 

La Comisión Interregional puede cons iderarse u~ eficaz v Gtil 

instrumento de relación Estado - Regiones, v puede conducir, c~ 

mo señala Cassese, a la aparición de una tendencia de las Re ­

giones a comportarse como un todo, esto es, un cuerpo unitario , 

que se relaciona con el Estado de forma conjunta. Esta tenden­

cia es característica del federalismo cooperativo propio de 

la RepGblica redera ! Alemana, donde, como indica Kisker: "El 

singular Land como unidad política autónoma pierde constante­

mente más significado, mientras en su luaar aparecen los Lan­

ders como coalición contra el Estado". 

Un órgano similar es la Comisión de l os representantes re~io­

nales, instituída por la Ley nº 984/1977; su competencia se 

centra en la adopción del ~roqrama a presentar al Consejo de 

Ministros para e l sector a0rícola alimentario. 

La nota más destacable de la cooperación orgánica es la mul­

tiplicación de l as sedes, dando luqar a un confuso cuadro de 

organismos de carácter muv sectorial , que realizan una actua-
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ción esporádica y de carácter eminentemente burocratizado. Re 

cienternente Giannini ha señalado claramente las deficiencias 

del sistema, destacando que "hay cuestiones que no encuentran 

órganos mixtos de conversación, o porque éstos no existen o 

porque, existiendo, no tienen competencias. El no tener rela­

ciones generales y estables en la práctica, perjudica de forma 

grave tanto al Estado como a las Regiones". 

La necesi~ad de superar los defectos señalados ha producido no 

sólo profundos estudios y proyectos sobre la reforma de los ór 

ganas de relación, tanto del Gobierno corno del Parlamento, con 

las Regiones, sino también, la constitución de una Comisión 

Parlamentaria, en noviembre de 1980, presidida por Bassanini, 

con el fin de "delimitar un nuevo cuadro de referencia global 

de las relaciones Estado-Regiones, en cuyo ámbito individuali­

zar y formular soluciones, para ser traducidas en anteproyectos 

de ley comprensiva de los diversos aspectos de estas soluciones" 

La actuación de la Comisión muestra la existencia en dichas re­

laciones de una línea colaborativa que señala un importante cam 

bio del modelo regional inicialmente establecido . 

Entre los proyectos más acabados de la Comisión Bassanini, se 

encuentra el de la institucionalización, al lado de la Comisión 

Interregional, de la Conferencia de Presidentes de las Juntas 

Regionales para las relaciones de carácter eminentemente po lítf 

co, con l o que se afirma, implícitamente, que la Cornisióñ, aun ­

que reformada, no puede asegurar una sede suficientemente c om­

petente de diálogo con el Gob ierno. 

La Conferencia Permanente de las Regiones tendría su sede en 

la Presidencia del Gobierno, coherentemente con el dese.o de cen 

tralizar en dicho órgano las relaciones con las Regiones, una 

Secretaría y órganos de relación con todo tipo de organizac i ón 

mixta Estado-Regiones. Entre sus funci ones prioritarias se en­

contraría la de dar coherencia al conjunto de las directrices 
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político-administrativas del Gobierno, en relación con el sis 

tema regional, actuación en la elaboración de la política eco 

nómico-financiera, establecimiento de los criterios generales 

en que se deben enmarcar las funciones estatales de dirección 

y coordinación de la actividad regional, y las formas de in­

serción de las Regiones en los procedimientos de actuación de 

las directivas comunitarias. 

B) LA PARTICIPACIÓN EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE dRGA 

NOS ESTATALES y REGIONALES.- Si bien la cooperación orgánica 

es de singular importancia, centrar la valoración de las rela­

ciones Estado-Regiones solamente a ésta implica una visión uni­

lateral, que debe ser ampliada fundamentalmente con el análisis 

de la denominada cooperación procedimental, entendiendo por tal, 

tanto la que tiene lugar para la adopción de resoluciones con­

cretas y puntuales, como para aquel otro tipo de decisiones de 

carácter global, especialmente programatorio. 

La necesidad de la cooperación en actuaciones puntuales de ór­

ganos estatales y regionales, tiene su fundamento en el proce­

so de creación de las Regiones, caracterizado por la detracción 

de competencias, inicialmente estatales, a las Regiones, produ­

ciéndose esta actuación de forma imperfecta, lo que dio lugar 

a que órganos que participaban en procedimientos administrati­

vos pasasen a las Regiones, quedando otros insertos en la Adm! 

nistración estatal. A las imperfecciones de la división de las 

competencias y, por consiguiente, la de los órgano·s administr~ 

tivos a los que le estaban atribuídos, hay que sumar las co­

nexiones entre el interés nacional y el regional, de forma que, 

actuaciones propias de las Administraciones de las Regiones o 

del Estado, pueden afectar intereses ajenos,dando lugar, en 

virtud del principio constitucional de cola0oración entre los 

entes públicos, a que numerosas normas de rango legislativo, 

recogieran la necesidad de que la Administración titular de la 

Fundación Juan March (Madrid)



49 

competencia actuara de acuerdo, o previa audiencia,.con la ge~ 

tora de los intereses afectados. La situación descrita surge 

ya en los primeros momentos de actuación de los Estatutos de 

las Regiones de régimen especial, y es recogida en abundantes 

normas. 

El avance establecido en orden al reparto de competencias entre 

el Estado y las Regiones, en virtud de lo dispuesto en la Ley 

nº 382, de 1975, que sustituye el elenco empírico del artículo 

117 de la Constitución por un criterio racional, corno el de la 

naturaleza de las funciones, produciendo algo más que una inte 

gración al enunciado constitucional, una verdadera y propia m~ 

tación, por lo que las Regiones de entes separados del Estado, 

con atribuciones rígidamente diferenciadoras para todas aque­

llas funciones comprendidas en las materias del artículo 117 

de la Constitución, ha determinado que en el texto del D.P.R. 

616 de 1977, aparezcan nuevos supuestos de cooperación proce­

dimental. A continuación procedo a exponer un cuadro general 

de la cooperación procedimental, distinguiendo dos grupos den­

tro de la misma, según el procedimiento sea de carácter progr~ 

matorio o tenga por objeto decisiones puntuales. 

l. LA COOPERACidN EN PROCEDIMIENTOS PROGRAMATORIOS.- Los progr~ 

mas en cuya elaboración y realización participan el Estado 

y las Regiones interesadas, son programas de carácter sectorial, 

y ello por la negativa experiencia de una programación global 

confinada en los límites de una simple enunciación de principio, 

por lo que la actividad de este tipo se centra en la elaboración 

de un complejo orgánico de proyectos operativos, comprendidos 

instrumentos de actuación en las esferas financieras, territo­

riales y temporales. 

De entre los diversos supuestos que aparecen en la legislación 

italiana, citarnos cuatro, que han sido establecidos, respeéti-
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vamente , por la Ley de 22 de oc tubre de 1971, nº 865, sobre 

programación y coordinación de l as intervenc i ones en materia 

de edificación residencial púb lica ; la Ley de 1 de mar zo de 

1975, nº 47, que contiene normas para la defensa de los bos­

ques de los incendios; la Ley de 5 de agosto de 1975, nº 412, 

sobre edificación escolar; y la Ley de 2 de agosto de 1975, nº 

393 , sobre la localización de centra les nucleares p r oductoras 

de energía e léc trica . 

Dichos procedimi entos, que implican una relación Estado-Región, 

tanto en l a elaboración de l os planes como en su ejecución, es 

genera lizada por e l artícu l o 11 del D.P.R. 616/1977 , al esta­

blecer que : "El Estado determina los objet i vos de la programa­

ción naciona l con el concurso de las Regiones", y que, a su 

vez , ''l as Regiones eitab lecen los programas regionales de desa 

rrollo, en armonía con los objet i vos de la programaci ón econó­

mica nacional y con el concurso de l os entes locales territo­

riales, según las modalidades previstas en los Estatutos regi~ 

nales". 

2 . COOPERACION EN PROCEDIMIENTOS PUNTUALES . - Por razones obvias, 

es muy difícil p r oceder a l a tipificación de las modalidades 

de participac ión en procedimientos puntua les; adoptamos aquí 

una división tr ~pa rtit a , sabiendo la insuficiencia de la misma 

ante la variedad de supuestos que of rece el o rdenamiento jurí­

dico italiano. La división que utilizamos es la siguiente: 

- Supuestos en que la Región es utilizada como parte de un ór ­

gano peri féric o del Estado, que instruye y tramita un proce­

dimiento cuya reso luc ión corresponde a los ó rganos centrales 

del Estado. (Ejemplo: Ley 9 - V-1975, nº 15 3). 

- Supuestos en l os que la Región actúa en un procedimiento es­

tatal, como portadora de intereses secundarios q ue deben ser 

ponderados en conexión con el interés primario. (Por ejemp lo: 
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Decreto-Ley 5-VII-1971) . 

- Supuestos en los que se adopta una solución conjunta por pa~ 

te del Estado y de la Región. (Decreto-Ley 9-VII -1974, nº 

264) • 

C) DELEGACION.- Entre los instrumentos técnicos de cooperación 

entre el Estado y las Regiones se encuentra la delegación 

de potestades del Estado en estas últimas. El establecimiento 

de esta modalidad cooperativa se debe a la propia Constitución 

italiana., cuyo artículo 118, después de atribuir a las Regiones 

competencias administrativas sobre las materias enunciadas en 

el artículo 117, señala que: 

"El Estado podrá delegar, mediante leyes, en las 
Regiones, el ejercicio de otras funciones admi­
nistrativas". 

En el ámbito administrativo debemos señalar que el último párr~ 

fo d~l artículo 117 fija la posibilidad de que el Estado dele­

gue competencias legislativas a las Regiones en los siguientes 

términos: 

"Las leyes de la República podrán delegar en las 
Regiones la facultad de dictar normas para su 
ejecución". 

La posibilidad constitucionalmente establecida de que el Estado 

pueda delegar a las Regiones funciones normativas de rango le­

gislativo o simplemente administrativo, produjo una extensión 

considerable del concepto y del significado de la delegación. 

Efectivamente, en los ordenamientos administrativos latinos, 

fuertemente centralizados, la delegación consistía en un meca­

nismo técnico, cuyo ámbito de actuación se reducía al interior 

de los sujetos administrativos , limitados, prácticamente, al 

Estado, por lo que se consideraba uno de los medios de transfe 

rir l~ competencia de un órgano a otro, vinculado por una rela 

ción de jerarquía. 
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Tres son básicamente las notas características de la deleg~ 

ción: 

l. La competencia del delegado es derivada. 

2. El acto de delegación es de naturaleza dispositiva. 

3. La delegación opera una transferencia plena de competencia. 

La competencia del delegado es derivada porque tiene su funda 

mento jurídico en la competencia jurídicamente atribuída al 

delegante. La delegación intersubjetiva implica una modifica­

ción de las competencias constitucionalmente establecidas, en 

virtud del poder que la Llisma norma suprema reconoce al Esta­

do y, en su caso, a las Regiones. ~ste es el sentido que damos 

a la calificación de la figura como acto jurídico de naturale­

za dispositiva. Por último, la delegación opera una transferen 

cia de competencia plena. Tal carácter no queda anulado por el 

hecho de que el delegante conserve facultades de dirección, 

que tienen siempre un carácter general, quedando en el delega­

do una cierta discrecionalidad en la aplicación, tanto de la 

norma que rige la competencia ejecutiva, como de las directri 

ces de aquél. 

La delegación intersubjetiva, como señala Miele, tiene el efe~ 

to de prohibir en general al ente delegante el ejercicio de 

las funciones delegadas hasta que la delegación sea revocada. 

Todo ello da lugar a que la doctrina hable de una tendencia a 

la fijación de un régimen indiferenciado de las funciones re­

gionales propias o delegadas, lo que se manifiesta, tanto en 

los aspecto s financieros y posibilidad de las Regiones de legi~ 

lar sobre ellas, como señala Cammelli, como en la ausencia de 

mecanismos especiales de control de la actividad delegada. 

La delegación origina una relación colaborativa, que no produ­

ce como consecuencia ninguna integración orgánica del delegan­

te en el delegado, ni atribuye a este último poderes de carác-
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ter jerárquico, que le permiten anular o suspender el acto 

del delegado, que goza de poderes prbpios y exclusivos , en or 

den al ejercicio efectivo de la competencia delegada. 

El medio normal de extinguir la delegación lo constituye la 

revocación de la misma, que debe, necesariamente, tener rango 

de le y . No creo admisible la posibilidad de una revocación tá 

cita, entendiendo por tal un compor tamiento del delegante in­

compatible con la voluntad de mantener viva la delegación . 

D) LA CODEPENDENCIA.- La codependencia jmplica que , para el 

ejercicio de funciones transferidas a las Regiones, éstas 

se sirven de órganos que quedan integrados en la organización 

estatal o que, a la inversa, el Estado utilice para el ejerc~ 

cio de sus competencias, órganos regionales. 

La aparición inicial de la figura es consecuenc i a del hecho de 

que a las Regiones de Estatuto especial fueran transferidas un 

conjunto irregularmente repartido de funciones q ue correspon­

dían al Estado y a los entes locales, por l o que se debería 

haber producido no sólo una transferencia de funciones, sino 

también una previa reestructuración de las mismas. La situación 

era tal que, en opinión de Giannini , cabía únicamente dos op ­

ciones desde el punto de vista de la Ciencia de la Ad.ministra­

ción: o transferir a las Regiones los órganos del Estado que 

realizaban dicha actividad, o suprimir los órganos del Estado 

y transferir sus funciones a las Regiones para q ue éstas, a su 

vez, las delegasen en entes infraregionales, o las gest i onaran 

directamente a través de su propio aparato administrativo . Sin 

embargo, no se adoptó ninguna de estas soluciones, sino que 

prosperaron las más diversas modalidades de codependencia de 

órganos. La creación de estas situaciones, como destaca Gizzi, 

del análisis de los Estatutos y normas de actuación de las Re­

giones de régimen especial, no respondieron a un criterio uní-
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voco, sino que se siguió un sistema que, en lugar de perse0uir 

la racionalización de la Administración, qlohalmente considera­

da, sino que tanto el Estado como las Regiones pretendían única 

mente tutelar los intereses eaoístas de sus órganos. 

La situación confusa provocada por la codependencia de ór0anos 

determinó que el artículo lrd de la Ley de 22 de julio de 1975, 

nº 382, atribuvera al r.obierno el poder "regular la facultad de 

las Regiones de utilizar los órganos técnicos del Estado". La 

Comisión de estudio para la actualización del ordenamiento re­

gional puso especial atención a la codependencia de órqanos té~ 

nicos en materia de tutela del amhiente, lucha contra la polu­

ción, y la ejecución de obras públicas . El texto del D.n.R. 

616/77 integró parte de los estudios de la Comisión, regulando 

de forma insuficiente la f iaura en los dos primeros párrafos del 

attículo 107, a~adiendo algunos supuestos en aue las Regiones d~ 

bían o podían proceder a la utilización de ór~anos estatales ... 

Los dos primeros párrafos del artículo 107 establecen oue: 

"Las Regiones pueden utilizar en el ejercicio de las 
funciones administrativas propias o delegadas, los 
oficios v órganos técnicos y consultivos del Estado. 

"?ueden ser llamados a formar parte de los órganos 
consultivos de las Re0iones, según las normas regiona­
les que regulan su composición, funcionarios designa­
dos por los oficios u órganos a oue se refiere el 
apartado precedente" . 

Además de esta norma general, el texto del Decreto nº 616 de 

1977, se especifican algunos órganos estatales que pueden ser 

utilizados por las Regiones. Entre los más importantes supues­

tos, destacamos ' los si0uientes: la Abogacía del Estado, el Conse 

jo Superior de Obras Públicas, el Cuerpo Nacional de la Minería, 

o entes públicos estatales de carácter técnico o consultivo, como 

el Comité Olímpico Nacional Italiano o el Ente ~~acional para el 

Turismo. 

El párrafo segundo del artículo 107 introduce una important e in-
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nrvación en el ámbito de las relaciones colahorativas del Es­

tado con las Regiones. Dicha innovación está constituída por 

la posibilidad de integrarse funcionarios estatales en los ór­

ganos regionales de carácter consultivo. Esta posibilidad tiene 

la ventaja de permitir la constitución de órganos asesores re­

gionales sin perder los bene~icios inherentes a la experiencia 

funcionarial de las personas que realizan actuaciones semejan­

tes en el Estado. La inte~ración de funcionarios estata l es se 

limita a los órganos de carácter técnico o consultivo, evitán­

dose la actuación de los mismos en ór0anos decisorios. 

El punto central de la codependencia lo constituye el hecho de 

que los órganos de un ente actúen en beneF icio de otra pe rsona 

iurídica, de forma que la doctrina ha destacado unánimeme nt e la 

imputación de los actos y de las posible~ res pon sabilidades de 

ellos derivadas al ente aue s e benefic ia d e la institución. 

RESUMEN DE LA BIBLIOr.RAP!A TlTILIZ AD.A 

.ALESSI, R.- "Intorno alla nozione di ent e territoriale". 

AMoq_~H.- "La Costituzione italia na. (Comf!len to sister:laticol " . 

ANASTAºOULOS,J.- "Les aspects financiers du fédéralisme". 

ANDREANI, A.- "Enti economici regionali e s oc iet~ per az i o n i 
dipendenti delle Regioni". 

D'ANIELLO.- "Regioni e organi collegiali di governo d e ll 'Econo ­
rnia 

11
• 

ARCIDIANO.- "Organizzazione p luralistica e strumenti di c o ll e ­
gamenti". 

AZZANA, A.- "Per la definizione del coo r d in a me nt o e d e ll a sua 
rilevanza giuridica". 

BACHELET, V.- "Profili qiuridici della or0anizzazion 0 a mrninis­
trativa". 

BACHOT, 0.- KISKER, K.- "Rechtautac ht e n zur Verfassungmai d e s 
Staatsvertrags llber die Errichtunc¡ der l\ nsta a lt Zwe it r.' S f' 1.>ut­

sche Pernsehens". 

RAPRBRA.- "Regioni e interesse nazionale". 

BARDUSCO, A.- "Lo Stato regional e it a li ano " . 

Fundación Juan March (Madrid)



56 

BARONE, r,.- "Esperienze e prospe ttive deqli enti pubblici eco­
nomici r eg ionali". 

BARTOLE, S.- "Giunta Regionale". - "Ten tativi e i po tesi di la­
vor o in materia di cooperazione interreg ionale" - "Supremazia 
e co llabo r az ione n e i rapporti tra Stato e Regioni". 

BASSANINI.- "Le Reg i ci.n i tra Stato e Communita l ocali". - "L'at­
tuazione delle Regioni" - "La l egge nell'ordinamento regionale 
e sull'organizzazione della Pubblica Amministrazione". 

BENVENUTTI, F.- "L' o rdiname nto re pubblicano" . - "r,li ordinamenti 
consort ial e e i l o r o sviluppi ". 

BERNARONI, M. - "Consorzi ."ra en ti l oca li .". 

BERTI. - "Prole sill'.bolo tra gerarchia l a equiordinazione". 

CA"'IMARELLI, M.- "Indirizzo e coordinamento nel nuevo assetto 
dei rapporti tra Stato e Regioni". 

CAPACCIOLI, E .- SATTA, F. - "Comm ento a l Decreto 616" . 

CAPATOSTI, P.- "La Conferenza Permanente per i rapporti tra Sta 
to e Reqion·i : Una tendenza ve r so il r eg ion a lismo cooperativo?"-:-

CASSESE . - "Il reg ional ismo associativo: tendenza r ecenti del fe­
de r al i smo in German ia" . 

CASSESE , s .- SERRANI, D.- "P.egionalismo moderno: Cooperazione 
tra Stato e negioni e tra Reg i one i n Italia". 

CATALD I, L.- "I controlli d i e:F fi cienza e l'ordinamento regiona­
le". 

CESAREO. - "L' Autonomia de lla Regione Trent ino-Alto Ad ige e delle 
Pr ov i nce di Trente e Bo lzano " . 

CLARIZIA.- " No t e preliminare in tema di cooper az ion e interregio 
nale" . - Le Soc i e ta finanziaria reqionali". 

COPREALE. - "Il concerto e l a disciplina di dir itto positivo". 

CORl'IIN, E. - "La Cost ituzi one deoli St at i llniti ne lla real ta 
od i erna ". 

CHEVALLARD. r,, - "La pos i zione :Funziona l e deq li u :F "ic i communi 
a S t a t o e Reqioni ". 

DIMORl\. - "Il cont: litto di atr.i buzion i tra St ato e Region i nella 
r,iur i sprudenza Cost ituziona l e" . 

DOMINICHELLT, V. - "Verso un diritto int e rr eg i onale . La le0qe 
suali istit uti zooprofilattici sperimentali". 

DOMSNICHELLI. - "Norme , accordi e leqc,ri nel l a disciplina inter ­
reqionale deg li ist i tuti zooprofilattici sperimentale". 

o rIN I.- " Rec¡ioni e trasport i" . 

DOUI N, C.S .- "Le Pédéralisme autrichien " . 

c;JDRICI , r,. - "La presenza rec¡io na li in or·0an i statali". 

PRAGOLA.- ''Il concetto e l'atto concertato nella t eoria de i 
provved i ment.i amministrativi" . 

Fundación Juan March (Madrid)



57 

r.:1HlRIELLE. - "Il prinzipio unitario nella autonomia regionale". 

GALIZIA.- "Aspet~i dell'organizzazione regionale". 

GASPARRI, P.- "Sui rapporti tra l'amministrazione regl.onale e 
quelle decentrata dello Stato". 

GARCIA DE ENTERRIA, E.- "La Administración espaTiola". Alianza 
Editorial, 1972. · 

GERBI, G.- "Osservazioni sugli Enti pubblici economici regiona­
li". 

C:;JANNINI, M.S.- "Il decentramento amrninistrativo nel quadro 
dell'ordinamento regionale" - "Diritto Amministrativo" - "La 
lentissima formazione dello Stato repubblicano" - "Informe sobre 
el modo de compl~tar el Drdenamiento regional". · 

GIZZI, E.- "Funzioni e uffici statali nelle Regioni a Statuto 
speciale". - "Atti III Convegno di Studi Giuridici sulle Regione" 

GIZZI, E.- "Funzioni e uffici statali nelle Regioni a Statuto 
speciale". - "Atti III Convegno di Studi r.:iuridici sulle Regio­
ne" - "Osservazioni sul concetto di uff ici e gestioni communi 
per attivita e servizi intra reqionali" - "Manuale di Diritto 
Reqionale". 

nRAWERT, R. - "Velwal tunqsabkommen zwischen Bund und Ulndern in 
der Bundesrepuhlik Deutschland". - "Mutamenti strutturali del 
federalismo nella R.F.T.". 

GRECO.- "Il problema regioni e il valore costituzionale dell'or 
ganiz:::azione amministrativa". -

GREYWE-LEYMARIE, C.- "Le fédéralisme coopératif en République 
Fédérale d 'Allemagne'". 

GUARINO.- "Atti III Convegno Studi Scienza dell'Amministrazione". 

KELSEN.- "La théorie juridigue de la Convention". 

KISKER, G.- "La collaborazione tra Stato e Stati membri nella 
Repubblica Federale Tedesca". - "Kooperation in Bundesstaat". 

KOLBE, J. - "Gemeinschaftsaufgaben der Ulnder und ihre Grenzen". 

KONKE, Th.- "Die Kulturministerkonferenz und die Ministerpr~si­
dentkonferenz". 

LA PERGOLA, A.- "L'empirismo nello studio dei sistemi federali: 
a proposito di una teoria di Carl Friedrich". - "La dimensione 
interregionale del potere ed il collegamento istituzionale tra 
Sta to e Regioni. Spunti di Ijiritto Comoarato". 

LOUIS, J.V.- "El ordenamiento jurídico comunitario~. 

LUCIFREDI, R.- "Lineamenti generali di un'indagine sul coordina 
mento y sulla collaborazione nella vire degli enti locali". - -
"L'estensione territoriale degli inter~ssi nubblici nei suoi re 
flessi sull'organizzazione amministrativa d~llo Statci". 

Fundación Juan March (Madrid)



58 

MARINO, I.- "L'asseto degli interessi pubblici nell'ordinamento 
costituzionale della autonomie locali". 

MAZZIOTTI.- Studi sulla potesta legislativa delle P.egioni". 

MAZZOCHI, G.- "Materiali per una teoria economica delle strut­
ture amministrative iocale e della loro riorganizzazione". 

MIELE.- "Delega". 

MONACO, A.- "Concerto". 

MOR, G.- "Stablimenti ospedalieri ubicati in diversa Regioni e 
gia appertenendi ad uno stesso ente ospedaliero". 

MORTATI, C.- ~L'interesse nazionale come limite della legislazio 
ne regionale esclusiva" - "Istituzioni di diritto pubblico" - -
"Raccolta di scritti". 

MUi'lOZ MACHADO, S.- "Aproximación a las técnicas de cooperación en 
el Estado de las Autonomías". 

NIGRO, M.- "Il rapporti tra coordinamento e indiriz zo" . 

ONIDA, V.- "Aspetti dell'autonomia della Regione V.A." . 

ORLANDO, L.- "Contributo allo studio de coordinamento amministra 
tivo". 

D'ORAZIO.- "Gli accordi preleqislativi tra le Reqioni". 

PALADHJ.- "La potesta legislativa regionale" - "niritto Regiona­
le". 

~IA, F.- "Notazioni in ordine alla confiqurabilita di atti di 
concerto tra Regione e Stato". 

PIN!, G.- "Accordi e gestioni comrnuni per la tutela degli interes 
si interregionali". -

POTOTSCHNIG.- "Livelli di governo delle funcioni nel bacina in­
terregionale" - ''Il coordinamento tra Stato ed en ti autonomi nell 
azione amministrativa a livello local e " . 

RAGAZZINI, A. - "ºotere delle Reqioni di istituir e e nti pubblici: 
fondamenti e limiti" . 

RIZZA .- "La leqge nº 382 del 1975 ed i prohlemi della col l abora ­
zione interregional e". 

RIZZO, G.B.- "La Regione". 

ROBECCHI .MA,JNARDI, A. - "Prime esperienze di int e s e int e rr eq i o na­
li: el caso del l e idrovie padane". 

ROTELLI, E.- "L'avvento della Req ione in Italia" . - "Le Req i o ni: 
proposte per un riesame del problema" . 

ROVERSI - MONACO, F.- "La deleqazione nel ouadro dell'ordinamento 
regional.e ". 

RUDOLF, W. - "Zum System der staatlichen Rechtsordnunq in der Bun­
desrepublik Deutschland". 

Fundación Juan March (Madrid)



59 

SANDPLLI, A.- "Manuale di Diritto Amministrativo". 

SANVITI.- "Convenzione e intese nel diritto pubblico". 

SHCNEIDER, P.- "Rechtsqutachten zur verfassungsrechtlichen Beur 
teilung des Staatsvertraos über die Errichtunq der Anstaalt des 
Offentlichen Rechts zweites Deutsches Fernsehen". 

SILVESTRI, r,.- "L'arnministrazione statale decentrata e l'ordina­
mento delle regioni a statuto speciale". 

SORACE, P.- "Gli uffici regionali". 

STOPPANI.- "Forme di collaborazione non orqanica". 

VIGNOCCHI.- "Aspetti e problerni degli organismi di fatto con par 
ticolare riferimento al diritto pubblico italiano". - "Attivita 
arnministrativa e de governo delle Regioni: Appunti e riflessioni' 

VIRGA.- "Diritto Costituzionale". 

VOLPE.- "I nuovi poteri delle regioni e degli enti locali". 

Fundación Juan March (Madrid)



Fundación Juan March (Madrid)



FUNDACION JUAN MARCH 
SERIE UNIVERSITARIA 

TITULOS PUBLICADOS Serie Azul 

(Derecho, Economía, Ciencias Sociales, Comunicación Social) 

17 Ruiz Bravo, G.: 
Modelos econométricos en el enfo­
que objetivos-instrumentos. 

34 Durán López, F.: 
Los grupos profesionales en la pres· 
tación de trabajo: obreros y emplea· 
dos. 

37 Lázaro Carreter, F., y otros: 
Lenguaje en periodismo escrito. 

74 Hernández Lafuente, A.: 
La Constitución de 1931 y la autono­
mía regional. 

78 Martín Serrano, M., y otros: 
Seminario sobre Cultura en Perio­
dismo. 

85 Sirera Oliag, M.ª J.: 
Las enseñanzas secundarlas en el 
País Valenciano. 

108 Orizo, F. A.: 
Factores socio-culturales y comporta­
mientos económicos. 

124 Roldán Barber, H.: 
La naturaleza jurídica del estado de 
necesidad en el Código Penal Espa­
ñol: critica a la teoria de la exigibi· 
lidad de la conducta adecuada a la 
norma. 

128 De Esteban Alonso, J.: 
Los condicionamientos e Intensidad de 
la participación política. 

135 Santillana del Barrio, l.: 
Evaluación de los costes y beneficios 
de proyectos públicos: referencia al 
coste de oportunidad en situaciones 
de desempleo. 

153 Maravall Herrero, F.: 
Organización industrial, estructura sa· 
larial y estabilidad de la inversión: Un 
análisis del caso español. 

155 Alcántara Sáez, M.: 
La ayuda al desarrollo acordada a lbe· 
roamérica. Especial referencia al papel 
concesionario de la C. E. E. 

162 Vanaclocha Bellver, F. J .: 
Prensa poi ítico-militar y sistema de 
partidos en España (1874-1898). 

170 Solé Puig, C.: 
La integración socio-cultural de los 
inmigrantes en Cataluña. 

184 Morán Aláez, E.: 
La evolución demográfica en España: 
un test de la teoría de la respuesta 
multifásica de K. Davis. 

185 Moreno Feliú, P. S.: 
Análisis del cambio en las sociedades 
campesinas. Un caso de estudio: Cam­
po Lameiro (Pontevedra). 

187 Lojendio Osborne, l.: 
La transmisión pQr endoso del certi· 
ficado de depósito. 

188 Arias Bonet, J . A. : 
Lo Codi y su repercusión en España. 
Los manuscritos 6.416 y 10.816 de la 
Biblioteca Nacional. 

192 Embid lrujo, A. : 
Las libertades en la enseñanza. 

Fundación Juan March (Madrid)



Fundación Juan March (Madrid)



Fundación Juan March (Madrid)



Fundación Juan March (Madrid)



Fundación Juan March (Madrid)


